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DEPÓSITOS EN EFECTIVO. EL ARTÍCULO 2, FRACCIÓN III, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, AL PREVER UNA EXENCIÓN DE AQUEL TRIBUTO HASTA POR UN 
MONTO ACUMULADO DE $15,000.00 MENSUALES Y EXCEPTUAR DE ELLA A LA 
ADQUISICIÓN EN EFECTIVO DE CHEQUES DE CAJA, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA. 
 
 

El citado precepto dispone que no estarán obligadas al pago del impuesto las 
personas físicas y morales por los depósitos en efectivo que se realicen en sus 
cuentas, hasta por un monto acumulado de $15,000.00 en cada mes del ejercicio 
fiscal, en una misma institución del sistema financiero, pero exceptúa de dicha 
exención a las adquisiciones en efectivo de cheques de caja. Ahora bien, el 
impuesto a los depósitos en efectivo se estableció para complementar la eficacia 
recaudatoria, principalmente del impuesto sobre la renta y combatir la evasión 
fiscal y, por ello, se incluyó dentro de su objeto gravado tanto a los depósitos en 
efectivo como a la adquisición en efectivo de cheques de caja, porque en ambos 
casos no existe control del origen de los recursos respectivos; sin embargo, existen 
diferencias derivadas de su mecánica de operación, en tanto que los depósitos en 
efectivo se realizan por virtud de un contrato celebrado con una institución del 
sistema financiero, lo que permite identificar plenamente al titular y a los 
cotitulares, en su caso; mientras que el cheque de caja puede adquirirlo cualquier 
persona sin ser titular de una cuenta, motivo por el cual, si bien se recaudará el 
tributo sobre el importe respectivo, no habrá forma de que las autoridades fiscales 
ejerzan un control sobre el contribuyente y los ingresos utilizados para su 
adquisición, además de que el desconocimiento de los datos que permitirían 
identificar al contribuyente por parte de las instituciones financieras recaudadoras, 
impediría verificar en qué momento se rebasa el monto legal de la exención, por lo 
que de incluirse en esta última a la adquisición en efectivo de cheques de caja, se 
abriría una forma de eludir el impuesto. Consecuentemente, el artículo 2, fracción 
III, de la Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo no vulnera el principio de 
equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque si bien otorga un trato 
diferenciado para los contribuyentes que adquieran en efectivo cheques de caja, al 
excluírseles de la exención a que alude dicho precepto legal, tal circunstancia 
encuentra justificación en razones objetivas. 
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DEPÓSITOS EN EFECTIVO. EL ARTÍCULO 4, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, AL PREVER EL TIEMPO Y LA FORMA EN QUE LAS INSTITUCIONES DEL 
SISTEMA FINANCIERO DEBEN ENTERAR DICHO TRIBUTO, NO VULNERA LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD TRIBUTARIA Y SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
 

Las cantidades que el Estado debe percibir por concepto del tributo puede 
adquirirlas de dos formas: 1) directamente del contribuyente; o 2) mediante la 
intervención de un tercero que percibe los montos respectivos por parte del sujeto 
pasivo para entregarlos al fisco. Así, en el primer caso, el contribuyente debe tener 
conocimiento y certeza sobre la temporalidad que rige la oportunidad en el 
cumplimiento de su obligación, esto es, conforme al elemento esencial de la 
obligación tributaria denominado época de pago. En el segundo, cuando interviene 
un agente recaudador, las cantidades que corresponden al sujeto activo de la 
relación tributaria ya no son debidas ni enteradas por el contribuyente, sino por 
ese tercero; de ahí que quien requiere conocer los plazos para cumplir con su 
obligación es el recaudador, pues ahora es él quien resulta vinculado a la entrega 



de las cantidades obtenidas. En ese sentido, el artículo 4, fracción II, de la Ley del 
Impuesto a los Depósitos en Efectivo, al prever que las instituciones del sistema 
financiero deben enterar el tributo en el plazo y en los términos que mediante 
reglas de carácter general establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
sin que dicho plazo exceda de los tres días hábiles siguientes a aquel en que se 
recaude el impuesto, no vulnera los principios de seguridad jurídica y legalidad 
tributaria contenidos en los artículos 14, 16 y 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanosporque, por una parte, dicha disposición 
legal permite al contribuyente conocer el tiempo y la forma en que las 
contribuciones que le son recaudadas serán enteradas a la autoridad hacendaria; y, 
por otra, porque la amplitud o deficiencia en la regulación de ese elemento no le 
perjudica, pues tal precepto no regula obligación alguna a su cargo, al 
circunscribirse a una modalidad temporal que rige las condiciones de cumplimiento 
de una obligación que corre a cargo de un tercero. En todo caso, si por alguna 
razón el agente recaudador no obtiene mensualmente las cantidades que debe 
cubrir el contribuyente por concepto del impuesto a los depósitos en efectivo, este 
último puede liberarse de la obligación tributaria en términos del artículo 6o. del 
Código Fiscal de la Federación, en tanto establece una regla aplicable 
supletoriamente (época de pago genérica), conforme a la cual, a falta de 
disposición expresa, el pago debe hacerse mediante declaración que se presentará 
ante las oficinas autorizadas a más tardar el día 17 del mes de calendario inmediato 
posterior al de terminación del periodo de la retención o recaudación. 
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DEPÓSITOS EN EFECTIVO. EL ARTÍCULO 7, PÁRRAFO QUINTO, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, NO TRANSGREDE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
 

El precepto y párrafo citados prevén que cuando el contribuyente no acredite en 
un ejercicio el impuesto establecido en esa ley efectivamente pagado, pudiendo 
haberlo hecho conforme al propio artículo, perderá el derecho a hacerlo en los 
ejercicios posteriores y hasta por la cantidad por la que pudo haberlo efectuado. 
Ahora bien, el hecho de que el artículo 7, párrafo quinto, de la Ley del Impuesto a 
los Depósitos en Efectivo, no contenga los plazos para que la autoridad fiscal ejerza 
sus facultades de comprobación no implica una transgresión al derecho 
fundamental a la seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque las disposiciones relativas a la 
forma y los plazos para que las autoridades ejerzan las facultades aludidas están 
contenidas en el Título III, "De las Facultades de las Autoridades Fiscales", así como 
en el Título IV, "De las Infracciones y Delitos Fiscales", del Código Fiscal de la 
Federación, con lo cual se salvaguarda ese derecho fundamental. 
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Amparo en revisión 250/2011. Futurama Tires, S.A. de C.V. 15 de mayo de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos. Impedido: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Alejandro Castañón Ramírez, 
Jorge Jiménez Jiménez, Ricardo Manuel Martínez Estrada, Fanuel Martínez López, 
Carlos Enrique Mendoza Ponce y Jesús Rojas Ibáñez. 
Amparo en revisión 273/2011. Yesenia Ortega Omaña. 15 de mayo de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos. Impedido: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Alejandro Castañón Ramírez, 
Jorge Jiménez Jiménez, Ricardo Manuel Martínez Estrada, Fanuel Martínez López, 
Carlos Enrique Mendoza Ponce y Jesús Rojas Ibáñez. 
Amparo en revisión 314/2011. Acabados Especializados en Vidrio y Aluminio, S.A. 
de C.V. 15 de mayo de 2013. Unanimidad de cuatro votos. Impedido: Alfredo 
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Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Alejandro Castañón Ramírez, Jorge Jiménez Jiménez, Ricardo Manuel 
Martínez Estrada, Fanuel Martínez López, Carlos Enrique Mendoza Ponce y Jesús 
Rojas Ibáñez. 
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DEPÓSITOS EN EFECTIVO. LA DISMINUCIÓN DEL MONTO EXENTO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 2, FRACCIÓN III, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, REFORMADO 
MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 7 
DE DICIEMBRE DE 2009 (DE $25,000.00 A $15,000.00 MENSUALES), NO ES 
ARBITRARIA NI CONTRAVIENE LA FINALIDAD DEL TRIBUTO. 
 
 

El citado precepto, en su texto original publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 1o. de octubre de 2007, dispone que no estarán obligadas al pago del 
impuesto las personas físicas y morales por los depósitos en efectivo realizados en 
sus cuentas hasta por un monto acumulado de $25,000.00 en cada mes del 
ejercicio fiscal (salvo por las adquisiciones en efectivo de cheques de caja), y que 
por el excedente a dicha cantidad se pagará el tributo relativo en los términos de la 
propia ley; posteriormente, con motivo de la reforma publicada en el mismo medio 
de difusión oficial el 7 de diciembre de 2009, aunque el dispositivo referido 
mantuvo idéntica redacción, se estableció el monto exento de referencia en 
$15,000.00. Así, en la exposición de motivos de la citada reforma presentada por el 
Ejecutivo Federal, se señaló que la reducción de dicho umbral exento (y 
consiguiente aumento de la base tributaria), obedeció a que la aplicación del 
impuesto a los depósitos en efectivo ha permitido fortalecer la recaudación de 
otros impuestos al constituirse como un anticipo en el momento en que los 
contribuyentes tienen la disponibilidad de los recursos a depositar, además de que 
para los cumplidos dicha disminución al límite exento no representará una carga 
tributaria adicional, puesto que podrán recuperar el impuesto a través del 
mecanismo de acreditamiento, compensación y devolución, y si bien en el corto 
plazo podrían verse afectados en su flujo de efectivo, la medida les permitirá 
competir en condiciones más equitativas con el sector informal, para el que sí 



resulta un impuesto definitivo. Los anteriores motivos fueron compartidos por la 
Cámara de Diputados en el dictamen de 20 de octubre de 2009, en el cual se 
agregó que la reducción del monto exento es una medida que fortalece la 
capacidad de control del impuesto, pues con ella se disminuyen las maniobras de 
elusión a través de la diversificación de los depósitos en efectivo mediante la 
apertura de cuentas en distintas instituciones de crédito. De acuerdo con lo 
anterior, la disminución del monto exento previsto en el artículo 2, fracción III, de 
la Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo (de $25,000.00 a $15,000.00 
mensuales) no es arbitraria ni contraviene la finalidad para la cual fue creado el 
tributo, pues en el proceso legislativo correspondiente se justificó la modificación 
atendiendo precisamente a dicha finalidad, señalando cuáles fueron los motivos 
que llevaron a tomar tal decisión, así como las posibles consecuencias y los 
escenarios para ello, sin que sea factible someter a escrutinio constitucional tales 
motivos, ya que su mérito cae dentro del amplio margen de configuración que 
tiene el legislador en el diseño del sistema impositivo (en torno a los elementos del 
tributo como la base, en tanto el monto exento incide en su configuración) y de la 
política tributaria que ha de emplear, ello aunado a que la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos no otorga elementos definitivos que permitan a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación emitir un pronunciamiento al respecto, 
pues existe una deferencia al legislador en materia tributaria, en atención al 
principio democrático, que exige que sean los procesos llevados a cabo en su seno 
los que establezcan la idoneidad o no de los elementos del tributo. 
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Amparo en revisión 147/2011. MYC Red, S.A. de C.V. 15 de mayo de 2013. 
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Carlos Enrique Mendoza Ponce y Jesús Rojas Ibáñez. 
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DERECHO AL DEBIDO PROCESO. EL ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL PREVÉ DOS 
ÁMBITOS DE APLICACIÓN DIFERENCIADOS. 
 
 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. 
LXXV/2013 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XVIII, Tomo 1, marzo de 2013, página 881, de rubro: 
"DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO.", estableció que el citado 
precepto constitucional contiene el derecho humano al debido proceso, integrado 
por un núcleo duro de formalidades esenciales del procedimiento, las cuales 
permiten que los gobernados ejerzan sus defensas antes de que las autoridades 
modifiquen su esfera jurídica en forma definitiva. Sin embargo, entendido como 
derecho esencialmente destinado a otorgar un derecho de defensa, es posible 
identificar en los precedentes de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, dos 
ámbitos de aplicación diferenciados. Desde una primera perspectiva, dicho derecho 
se ocupa del ciudadano, que es sometido a un proceso jurisdiccional al ser 
destinatario del ejercicio de una acción que, de resultar procedente y fundada, 
llevaría a la autoridad judicial a emitir un acto privativo en su contra, en cuyo caso 
la autoridad debe verificar que se cumpla con las formalidades esenciales del 
procedimiento, a fin de otorgar al sujeto pasivo de la relación procesal la 
posibilidad de una defensa efectiva, por lo cual se debe garantizar que se le 
notifique del inicio del procedimiento y de sus consecuencias; se le dé el derecho 
de alegar y ofrecer pruebas, y se le asegure la emisión de una resolución que dirima 
las cuestiones debatidas. Sin embargo, el debido proceso también puede 
entenderse desde la perspectiva de quien insta la función jurisdiccional del Estado 
para lograr reivindicar un derecho y no tanto defenderse del mismo, en cuyo caso 
se ubica en una posición, al interior de un juicio, de cuya suerte depende el 
ejercicio de un derecho, el cual en caso de no dirimirse adecuadamente podría 
tornar nugatorio su derecho. Así, bajo esta segunda perspectiva, se entiende que 
dicho derecho humano permite a los justiciables acceder a los órganos 
jurisdiccionales para hacer valer sus derechos y defender sus intereses de forma 
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efectiva y en condiciones de igualdad procesal, esto es, exige un procedimiento 
que otorgue a las partes igual oportunidad de defender sus puntos de vista y 
ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones. 
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Amparo directo en revisión 3758/2012. Maple Commercial Finance, Corp. 29 de 
mayo de 2013. Cinco votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
David García Sarubbi. 
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DERECHOS. EL ARTÍCULO 29-E, FRACCIÓN VII, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, 
VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
 
 

El citado precepto, al establecer que las sociedades financieras de objeto múltiple 
no reguladas (SOFOM, E.N.R), pagarán una cuota por concepto de la supervisión 
que realiza la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para verificar el 
cumplimiento de las obligaciones contenidas en el artículo 95 Bis de la Ley General 
de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, vulnera el principio de 
proporcionalidad tributaria, previsto en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior, porque en dicha 
actividad no se actualiza la prestación de un servicio que justifique la imposición de 
la contribución señalada, en los términos en que esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha delimitado la figura jurídica de este tipo de tributos, pues en realidad 
lo que se materializa es la facultad de supervisión del Estado; además, porque el 
cobro del derecho referido es una contribución que carece de sustrato económico 
que la justifique, al no existir la obtención de un beneficio concreto e 
individualizado en la esfera jurídica del contribuyente. 
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Amparo en revisión 227/2013. Balor Dispersora, S.A. de C.V., SOFOM, E.N.R. 19 de 
junio de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
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DERECHOS. LA SUPERVISIÓN DE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y 

DE VALORES SOBRE LAS SOCIEDADES FINANCIERAS DE OBJETO 

MÚLTIPLE NO REGULADAS, NO CONSTITUYE UN SERVICIO AUTÉNTICO 

SUSCEPTIBLE DE GENERAR EL COBRO DE LA CUOTA PREVISTA EN EL 

ARTÍCULO 29-E, FRACCIÓN VII, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA. 

 

La supervisión que realiza la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a las sociedades 

financieras de objeto múltiple no reguladas (SOFOM, E.N.R), por la cual deben pagar una 

cuota -en términos del artículo 29-E, fracción VII, de la Ley Federal de Derechos-, cuya 

finalidad es verificar el cumplimiento de las obligaciones contempladas en el artículo 95 

Bis de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, representa 

una actividad de la autoridad orientada a la vigilancia y el control de aquellas sociedades, 

relacionada con la protección de los intereses de los usuarios de los servicios financieros 

proporcionados por éstas, así como de la sociedad. De ahí que dicha supervisión no 

constituye un supuesto que actualice la prestación de un servicio auténtico para las 

sociedades supervisadas, susceptible de generar el cobro de un derecho como 

contraprestación para la realización de dichas funciones, pues no existe la obtención de un 

beneficio concreto e individualizado en la esfera jurídica del contribuyente -como lo sería, 

en su caso, la autorización o la conservación de un permiso para realizar ciertas actividades 

concretas- que legitime el cobro de la contribución referida. 
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Amparo en revisión 227/2013. Balor Dispersora, S.A. de C.V., SOFOM, E.N.R. 19 de 
junio de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
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INCONFORMIDAD. EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DE AMPARO QUE CONOZCA DE 
DICHO RECURSO, DEBE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA VÍA Y DE LOS ARGUMENTOS 
HECHOS VALER POR EL PROMOVENTE. 
 
 

Del artículo 213 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 2 de abril de 2013, deriva que en el recurso de inconformidad, el órgano 
jurisdiccional de amparo debe suplir la deficiencia de la vía y de los argumentos 
hechos valer por el promovente, con el fin de desentrañar la verdadera intención 
de los recurrentes. Lo anterior es así, toda vez que los juzgadores deben interpretar 
el sentido de las promociones presentadas por los justiciables para determinar con 
precisión su voluntad, para lo cual deben considerar el escrito presentado en su 
integridad, tomando en cuenta la norma que, en su caso, funde su promoción, lo 
aducido en su escrito respecto de la vía que intentan, así como lo esgrimido en los 
puntos petitorios. 
 
 

PRIMERA SALA 
 
 

Recurso de inconformidad 6/2013. 3 de julio de 2013. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga Remírez. 
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INCONFORMIDAD. MATERIA DE ESTUDIO DE DICHO RECURSO. 
 
 

La materia del recurso de inconformidad previsto en el artículo 201 de la Ley de 
Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, 
conforme a su fracción I, la constituye la resolución que tenga por cumplida la 
ejecutoria de amparo, en los términos del artículo 196 de la propia ley; es decir, el 
estudio de legalidad de la determinación de la autoridad que haya conocido del 
juicio de amparo, en el sentido de que la ejecutoria ha sido cumplida totalmente. 
Por tanto, su análisis debe atender a la materia determinada por la acción 
constitucional, así como al límite señalado en la ejecutoria en que se otorgó la 
protección de la Justicia Federal, sin excesos ni defectos, y no a la legalidad de la 
resolución emitida por la autoridad responsable en aspectos novedosos que no 
fueron analizados por el juzgador de amparo. Así, el cumplimiento total de las 
sentencias, sin excesos ni defectos, a que se refiere el primer párrafo del citado 
artículo 196, supone el análisis y la precisión de los alcances y efectos de la 
ejecutoria, a partir de la interpretación del fallo protector y de la naturaleza de la 
violación examinada en él, para que, una vez interpretada esa resolución, se fijen 
sus consecuencias para lograr el restablecimiento de las cosas al estado que 
guardaban antes de la violación constitucional de que se trate, sin que ello 
signifique que el juez pueda incorporar elementos novedosos a su análisis para 
extender los efectos precisados en el fallo a otras posibles violaciones aducidas por 
los quejosos, que no hayan sido motivo de protección por parte de la Justicia de la 
Unión. 
 
 

PRIMERA SALA 
 
 

Recurso de inconformidad 6/2013. 3 de julio de 2013. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga Remírez. 
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ACTA DE VISITA DOMICILIARIA PARA VERIFICAR LA EXPEDICIÓN DE 
COMPROBANTES FISCALES. SU DEBIDA CIRCUNSTANCIACIÓN REQUIERE QUE EL 
VISITADOR ASIENTE LAS CIRCUNSTANCIAS DE TIEMPO, MODO Y LUGAR DE LAS 
QUE DERIVE LA FORMA EN QUE SE CERCIORÓ DE QUE EL ESTABLECIMIENTO SE 
ENCUENTRA ABIERTO AL PÚBLICO. 
 
 

De los artículos 42 y 49, fracciones II y IV, del Código Fiscal de la Federación deriva 
que en toda visita domiciliaria para verificar el cumplimiento de obligaciones 
fiscales en materia de expedición de comprobantes fiscales, la autoridad 
hacendaria debe levantar un acta circunstanciada en la que hará constar los hechos 
u omisiones conocidos durante la visita, en términos del indicado código y de su 
reglamento o, en su caso, las irregularidades detectadas. Ahora, el requisito 
relativo al acta de visita circunstanciada consiste en detallar o pormenorizar las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar de los hechos, omisiones e irregularidades 
detectadas, esto es, deben precisarse los datos concretos inherentes que 
posibiliten apreciar objetivamente que el establecimiento se encuentra abierto al 
público, así como los medios que utilizó el visitador para constatar tal 
circunstancia, pues la omisión de hacerlo traería como resultado la ilegalidad del 
acta de visita correspondiente; no obstante, esa carga puede encontrar ciertos 
matices, pero en todos los casos aquél debe asentar de manera razonada y con los 
medios a su alcance, la forma en que se cercioró de las actividades que se realizan 
en el lugar visitado, lo cual puede incluir una serie de especificaciones que en su 
momento deberá valorar la autoridad para determinar, en caso de impugnación, si 
el acta se encuentra debidamente fundada y motivada, sin que ello implique dejar 
al arbitrio del visitador el señalamiento de los elementos que considere oportunos 
pues, en todo caso, éstos deben satisfacer los requisitos aludidos para la 
salvaguarda del principio de legalidad previsto en el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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SEGUNDA SALA 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 138/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Primer Circuito. 5 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez. 
Tesis de jurisprudencia 120/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del diecinueve de junio de dos mil trece. 
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IMPUESTO ADICIONAL. LOS ARTÍCULOS 119 A 125 DE LA LEY GENERAL DE 
HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOSQUE LO PREVÉN, VIOLAN EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
 
 

Los preceptos citados, al establecer un impuesto adicional a cargo de las personas 
físicas o morales que realicen pagos por concepto de impuestos y derechos 
municipales en la mencionada entidad federativa, ya sea en su carácter de 
responsables directos o solidarios, violan el principio de proporcionalidad tributaria 
consagrado en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues no existe congruencia entre el mecanismo impositivo que 
prevén y la capacidad contributiva de los sujetos pasivos, ya que no fue diseñado 
para gravar en un segundo nivel determinada manifestación de riqueza 
previamente sujeta a imposición, a través de un impuesto primario, como operan 
las "sobretasas" u otras contribuciones adicionales -cuyo hecho imponible gira en 
torno a una misma actividad denotativa de capacidad económica-, sino que fue 
estructurado para gravar globalmente todos los pagos de contribuciones 
municipales efectuados por los causantes, por lo que su hecho imponible se 
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materializa al momento de cumplir con esa obligación tributaria. Por consiguiente, 
el aludido gravamen adicional no participa de la misma naturaleza jurídica del 
impuesto primigenio, pues no se circunscribe a una sola contribución mediante el 
pago de un doble porcentaje, sino que tiene por objeto gravar todos los pagos por 
concepto de impuestos y derechos municipales previstos en la Ley de Ingresos del 
Municipio de que se trate del Estado de Morelos, por lo que es inconcuso que 
dicho actuar no refleja la capacidad contributiva de los causantes. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 114/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero, Segundo y Tercero, todos del Décimo Octavo Circuito. 12 de 
junio de 2013. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Gabriel Regis López. 
Tesis de jurisprudencia 126/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veintiséis de junio de dos mil trece. 
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JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EN CONTRA DE UNA RESOLUCIÓN QUE 
DECLARA IMPROCEDENTES LOS PLANTEAMIENTOS HECHOS EN UNA CONSULTA 
CIUDADANA RESPECTO A LA MODIFICACIÓN DE UN PLAN DE DESARROLLO 
URBANO MUNICIPAL DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, NO SE ACTUALIZA UN 
MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA. 
 
 

El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Nuevo León, en el auto 
de trámite dictado con motivo de la presentación de una demanda de nulidad en la 
que se impugna una resolución que declara improcedentes los planteamientos 
hechos en una consulta ciudadana respecto a la modificación de un plan de 
desarrollo urbano municipal, no puede analizar dicha determinación con el 
propósito de verificar si constituye o no un acto definitivo y si afecta o no el interés 
jurídico del actor y, por tanto, si se actualiza o no un motivo manifiesto e indudable 
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de improcedencia, en términos del artículo 48, fracción I, de la Ley de Justicia 
Administrativa del mismo Estado, ya que, en esta etapa procesal, únicamente 
pueden tomarse en consideración los argumentos plasmados en el escrito de 
demanda y las pruebas acompañadas a ésta, los cuales son insuficientes para 
arribar a una conclusión clara y contundente en este sentido; en consecuencia, 
debe admitirse a trámite, a fin de estudiar debidamente la cuestión planteada, sin 
perjuicio de sobreseer en el juicio si el estudio propio de la sentencia dictada en la 
audiencia respectiva así lo impone legalmente. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 574/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Cuarto 
Circuito. 17 de abril de 2013. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Laura Montes 
López. 
Tesis de jurisprudencia 136/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del siete de agosto de dos mil trece. 
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ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. SU REVOCACIÓN POR PARTE DE LA AUTORIDAD 
FISCAL NO CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN FAVORABLE PARA EFECTOS DE SU 
IMPUGNACIÓN MEDIANTE EL JUICIO DE LESIVIDAD ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 
 
 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 36, primer párrafo, del Código Fiscal 
de la Federación, las resoluciones administrativas de carácter individual favorables 
a un particular sólo podrán ser modificadas por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa, mediante juicio contencioso administrativo iniciado por las 
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autoridades fiscales. La resolución favorable a que se refiere dicho precepto legal, 
es el acto de autoridad emitido de manera concreta, particular o individual, 
precisando una situación jurídica favorable a un particular determinado, sin que 
con ella se den o se fijen criterios generales que pueden o no seguirse por la 
autoridad emisora o por sus inferiores jerárquicos, pues la mayoría de las veces 
obedece a una consulta jurídica sobre una situación real, concreta y presente 
realizada por el particular a la autoridad fiscal, que vincula a ésta y, por ende, no 
puede revocarla o modificarla por sí y ante sí, pues debe someter su validez al 
juicio contencioso administrativo ante el citado Tribunal; de ahí que la resolución 
que deja sin efectos la primera orden de visita domiciliaria no constituye una 
resolución favorable al particular, pues no crea una situación jurídica ni genera 
derechos a su favor, además de que no se trata de una determinación que resuelva 
su situación fiscal, por lo que es innecesario promover el juicio de lesividad antes 
de emitir una segunda orden de visita domiciliaria, si la primera se dejó sin efectos, 
sin decidir la situación jurídica fiscal del contribuyente. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 56/2013. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
del Décimo Circuito, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz y el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 22 de mayo de 2013. 
Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Aurelio Damián 
Magaña. 
Tesis de jurisprudencia 131/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del tres de julio de dos mil trece. 
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PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 28 DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA (REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE DICIEMBRE DE 2010) NO ESTABLECE 
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MAYORES REQUISITOS QUE LA ABROGADA LEY DE AMPARO PARA CONCEDER LA 
SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO. 
 
 

El citado artículo dispone que la solicitud de suspensión de la ejecución del acto 
administrativo impugnado debe presentarse por el actor o su representante legal 
en cualquier etapa del juicio, y que ésta se concederá si no se afecta el interés 
social ni se contravienen disposiciones de orden público, además de que sean de 
difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al solicitante con esa 
ejecución. Asimismo, contempla su concesión en caso de determinación, 
liquidación, ejecución o cobro de contribuciones, aprovechamientos y otros 
créditos fiscales, si se ha constituido o se constituye la garantía del interés fiscal 
ante la autoridad ejecutora por cualquiera de los medios permitidos; si se trata de 
posibles afectaciones no estimables en dinero, la medida cautelar se concede 
fijándose discrecionalmente la garantía, y si pudiera causar daños o perjuicios a 
terceros, si se otorga garantía para reparar el daño o indemnizar el perjuicio que se 
cause. De ahí que el citado precepto legal no establece mayores requisitos que la 
Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013, para conceder la suspensión de 
la ejecución del acto administrativo impugnado y, por consiguiente, atento al 
principio de definitividad, el juicio de amparo indirecto promovido contra actos de 
autoridades administrativas es improcedente si previamente no se agota el juicio 
contencioso administrativo ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 164/2013. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en el 
Distrito Federal, el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito y el Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito. 15 de mayo de 
2013. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia 
Mendoza Polanco. 
Tesis de jurisprudencia 130/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veintiséis de junio de dos mil trece. 
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RECONOCIMIENTO ADUANERO DE MERCANCÍAS. LA VALIDEZ DEL ACTA 
CIRCUNSTANCIADA LEVANTADA CON MOTIVO DE LA DETECCIÓN DE 
IRREGULARIDADES NO ESTÁ CONDICIONADA A QUE SE ASIENTE EL NOMBRE DE 
QUIEN ACTIVÓ EL MECANISMO DE SELECCIÓN AUTOMATIZADO NI EL 
PROCEDIMIENTO EMPLEADO PARA IMPULSARLO Y SU RESULTADO. 
 
 

De la interpretación sistemática de los artículos 43, 46 y 150 de la Ley Aduanera se 
concluye que la validez de la referida acta circunstanciada no está condicionada a 
que se asiente el nombre de quien activó el mecanismo de selección automatizado 
ni el procedimiento utilizado para impulsarlo y su resultado, porque la activación 
del referido mecanismo constituye una actividad previa e independiente del 
reconocimiento aduanero; tan es así que concluye con la sola impresión del 
resultado en el pedimento correspondiente. De ahí que los requisitos que deben 
constar en el acta de que se trata son los establecidos expresamente en el artículo 
150 del citado ordenamiento legal. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 137/2013. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur. 29 
de mayo de 2013. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: 
Juan Claudio Delgado Ortiz Mena. 
Tesis de jurisprudencia 123/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecinueve de junio de dos mil trece. 
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REFRENDO DE LOS DECRETOS PROMULGATORIOS DEL TITULAR DEL EJECUTIVO 
DEL ESTADO DE QUERÉTARO. CORRESPONDE AL SECRETARIO DE GOBIERNO Y AL 
SECRETARIO DEL RAMO RELATIVO. 
 
 

Los decretos por los que el titular del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro 
ordena publicar las leyes o los decretos expedidos por la legislatura de dicha 
entidad federativa, constituyen actos de los comprendidos en el artículo 23 de la 
Constitución Política local el cual, al prever que todos los decretos deberán ser 
firmados por el Secretario de Gobierno y por el secretario o secretarios del ramo 
que correspondan, incluye a los decretos promulgatorios, pues no hace distinción 
alguna en los actos del Gobernador. Así, el decreto promulgatorio de la Ley de 
Hacienda de los Municipios del Estado de Querétaro, publicada en el Periódico 
Oficial del Gobierno estatal el 2 de diciembre de 2008, al no haberlo firmado el 
Secretario de Planeación y Finanzas, conforme al artículo 22 de la Ley Orgánica de 
la Administración Pública de esa entidad vigente hasta el 17 de diciembre de 2008, 
no satisfizo el requisito para su validez previsto en la referida norma constitucional. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 40/2013. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, con 
residencia en Coatzacoalcos, Veracruz y los Tribunales Colegiados Primero y 
Tercero, ambos del Vigésimo Segundo Circuito. 17 de abril de 2013. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Luis María Aguilar 
Morales. Secretaria: Amalia Tecona Silva. 
Tesis de jurisprudencia 84/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del ocho de mayo de dos mil trece. 
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RENTA. EL TÉRMINO "INTERESES" CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 11 DEL CONVENIO 
PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN 
MATERIA DEL IMPUESTO RELATIVO, CELEBRADO ENTRE MÉXICO Y FRANCIA, 
INCLUYE EL AJUSTE QUE SE REALICE AL CRÉDITO PRINCIPAL POR EL HECHO DE 
PACTARSE EN UNIDADES DE INVERSIÓN (UDIS). 
 
 

El citado precepto establece que se consideran intereses los "rendimientos de 
créditos de cualquier naturaleza". De una interpretación literal de dicho concepto 
se advierte que se considerarán intereses para efectos del convenio referido el 
producto, utilidad, provecho o fruto que se da como pago por el uso de bienes 
transferidos, con la intención de invertir o emplear el capital; en este sentido, el 
ajuste inflacionario que se realice al crédito principal por el hecho de pactarse en 
Unidades de Inversión (UDIS), constituye un interés para efectos de dicho 
instrumento internacional, ya que los intereses son un rendimiento que tiene dos 
componentes: el inflacionario y el real, y en este sentido, el inflacionario compensa 
al acreedor de la pérdida del valor de su dinero en el tiempo ante los aumentos 
generales de precios, y si bien dicho aumento no implica un aumento patrimonial 
real con respecto al patrimonio que se tenía al pactar la obligación, pues el 
aumento es únicamente nominal, lo cierto es que el valor del principal se hubiese 
depreciado de no haberse invertido el capital, es decir, dicha diferencia constituye 
un aumento que no se hubiera obtenido de otra forma, pues el valor del dinero 
(monto nominal), por el mero efecto de la inflación, tiende a depreciarse. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 376/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Noveno y Segundo, ambos en Materia Administrativa del Primer 
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Circuito. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Rubén Jesús Lara 
Patrón. 
Tesis de jurisprudencia 133/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del tres de julio de dos mil trece. 
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REVISIÓN DE GABINETE. AL NO SERLE APLICABLE LA LIMITANTE PREVISTA EN EL 
ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 46 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
TAMPOCO LO ES LA JURISPRUDENCIA 2A./J. 157/2011 (9A.) [*]. 
 
 

La intención del legislador al establecer en esa disposición legal, que la autoridad 
fiscalizadora no podrá iniciar una nueva visita por las mismas contribuciones, 
aprovechamientos y periodos, salvo que se trate de la comprobación de hechos 
diferentes, fue poner un límite a las visitas domiciliarias que puede soportar un 
contribuyente, pues así se señala expresamente en la exposición de motivos de la 
iniciativa del Ejecutivo Federal de 6 de diciembre de 2006, que lo propuso. En ese 
sentido, la seguridad jurídica que pretende salvaguardarse con esa restricción se 
vincula directamente con la obligación constitucional de respetar el principio de 
inviolabilidad del domicilio previsto en el antepenúltimo párrafo del artículo 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que sólo en casos 
excepcionales y en aras de proteger el interés general, autoriza a la autoridad 
administrativa a introducirse en el domicilio del particular, invadiendo su intimidad 
o privacidad, como sucede con las visitas que se realizan en el domicilio del 
contribuyente, a diferencia de las revisiones de gabinete que se llevan a cabo en las 
oficinas de la autoridad hacendaria, y que sólo se rigen por el primer párrafo del 
indicado precepto constitucional, que protege a los gobernados en su persona, 
familia, domicilio, papeles o posesiones. Por tanto, si la limitante contenida en la 
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citada disposición legal no es aplicable a las revisiones de gabinete, tampoco lo es 
la jurisprudencia señalada en el rubro, que fija el alcance de esa norma sobre la 
imposibilidad de practicar nuevamente una visita domiciliaria cuando se declara 
nula la primera orden por indebida o insuficiente fundamentación y motivación de 
la competencia material de la autoridad que la emitió. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 89/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Décimo Octavo en Materia Administrativa del Primer Circuito y Primero 
en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 19 de junio de 2013. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Martha Elba 
de la Concepción Hurtado Ferrer. 
______________ 
Nota: [*] Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro V, Tomo 2, febrero de 2012, página 1280, con el rubro: "ORDEN DE 
VISITA DOMICILIARIA. LA DIRIGIDA A UN CONTRIBUYENTE EN RELACIÓN CON 
CONTRIBUCIONES, APROVECHAMIENTOS, PERIODOS Y HECHOS MATERIA DE UNA 
PRIMERA ORDEN, DECLARADA NULA POR INDEBIDA O INSUFICIENTE 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN RESPECTO A LA COMPETENCIA MATERIAL DE 
LA AUTORIDAD QUE LA EMITIÓ, CONTRAVIENE EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
46 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 
1o. DE ENERO DE 2008)." 
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SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE 

CONCEDERLA CONTRA LOS EFECTOS DE UNA AUTORIZACIÓN, PERMISO 

O LICENCIA. 

 

Si bien la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que en el juicio de amparo 

es improcedente conceder la suspensión respecto de actos consumados, entendidos como 

aquellos cuya emisión se ha realizado en su totalidad, lo cierto es que respecto de sus 

efectos y consecuencias sí es posible otorgar la medida cautelar. Así, aun cuando la emisión 

de una autorización, permiso o licencia constituye un acto consumado, respecto de sus 

efectos o consecuencias que posteriormente puedan ejecutarse, procede otorgar la 

suspensión solicitada, si no se afecta el interés social ni se contravienen disposiciones de 

orden público. 
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CONTRADICCIÓN DE TESIS 265/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito. 15 de agosto de 2012. Mayoría de tres votos. Ausente: 
José Fernando Franco González Salas. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen 
Torpey Cervantes. 
Tesis de jurisprudencia 138/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veintiséis de septiembre de dos mil doce. 
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SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA CONTRA LA 
EJECUCIÓN DE UNA AUTORIZACIÓN, PERMISO O LICENCIA A CARGO DE 
PARTICULARES. 
 
 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de rubro: 
"ACTOS DE AUTORIDAD A CARGO DE PARTICULARES, SUSPENSIÓN EN CASO DE.", 
sostuvo que el hecho de que el cumplimiento de un acuerdo de autoridad tenga 
efectos a cargo de un particular no implica que la suspensión contra ellos origine 
un desvío del amparo hacia el enjuiciamiento constitucional de actos que no son de 
autoridad sino de particulares, pues si estos últimos obran, lo hacen en virtud del 
mandato o autorización de la autoridad, por lo que si de dicho acuerdo deriva la 
causa directa, ello no impide el otorgamiento de la medida suspensiva y tampoco 
implica que el acto de autoridad pueda considerarse como de particulares, ya que 
para ello se requeriría que lo realizado por éstos no tuviera su origen en un acto 
autoritario y, por tanto, al afectar a otro particular caería en el ámbito de 
aplicación de otras jurisdicciones, mas no en la esfera del amparo. De ahí que 
tratándose de la ejecución de una autorización, permiso o licencia a cargo de 
particulares, procede otorgar la medida cautelar solicitada, de manera que 
concedida la suspensión contra los efectos de los actos emitidos en favor de los 
terceros perjudicados, la autoridad responsable está obligada a dejar sin eficacia 
jurídica temporalmente dicha autorización, permiso o licencia y a vigilar que los 
terceros perjudicados observen el acto de suspensión. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 265/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito. 15 de agosto de 2012. Mayoría de tres votos. Ausente: 
José Fernando Franco González Salas. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen 
Torpey Cervantes. 
Tesis de jurisprudencia 148/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del tres de octubre de dos mil doce. 
Nota: La tesis aislada citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación, Quinta Época, Tomo XCV, página 2087. 
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VISITA DOMICILIARIA. EL EJERCICIO DE LA FACULTAD DE LOS VISITADORES PARA 
OBTENER COPIA DE SÓLO PARTE DE LA CONTABILIDAD DEL VISITADO, NO 
REQUIERE CIRCUNSTANCIAR EN EL ACTA RELATIVA QUE EL CASO SE UBICA EN 
ALGUNA DE LAS NUEVE FRACCIONES DEL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 45 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
 
 

El citado artículo establece en sus párrafos primero y último, como regla general, 
que en las visitas domiciliarias los visitadores podrán obtener copias de sólo parte 
de la contabilidad del visitado para que, previo cotejo con sus originales, sean 
certificadas y anexadas a las actas finales o parciales respectivas, en las que se 
expresen únicamente los documentos de donde se obtuvieron, con el objeto de 
verificar datos en la oficina de la autoridad fiscalizadora; mientras que en el párrafo 
tercero y las nueve fracciones del propio numeral se prevén diversos casos de 
excepción a la citada regla general los cuales, por su gravedad y entidad, hacen 
necesario que se resguarde, mediante su compulsa y certificación, toda la 
contabilidad, a fin de evitar su destrucción o cambio, asegurar los hechos 
contenidos en ella que pudieran ser constitutivos no sólo de infracciones 
administrativas, sino penales, y que no se impida a la autoridad exactora, a través 
de los visitadores designados, realizar la fiscalización de la contabilidad de los 
contribuyentes en el local de la autoridad. Siendo así, los visitadores designados 
por las autoridades fiscales que obtengan copias de sólo parte de la contabilidad 
del visitado, están constreñidos a levantar únicamente el acta parcial 
correspondiente en la que señalen los documentos de los que se obtuvieron 
aquéllas, hecho lo cual podrán continuar la visita en el domicilio o en los 
establecimientos del visitado, no así a circunstanciar en el acta parcial que el caso 
se ubica en alguno de los supuestos previstos en las nueve fracciones del párrafo 
tercero del citado artículo 45 del Código Fiscal de la Federación, ni a levantar el 
acta en términos del numeral 46 del mismo ordenamiento tributario. 
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CONTRADICCIÓN DE TESIS 217/2013. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en 
Zacatecas, Zacatecas. 10 de julio de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José 
Fernando Franco González Salas y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Tesis de jurisprudencia 139/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del catorce de agosto de dos mil trece. 
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ACLARACIÓN DE JURISPRUDENCIA DERIVADA DE CONTRADICCIÓN DE TESIS. DEBE 
TRAMITARSE COMO SUSTITUCIÓN CONFORME A LA LEY DE AMPARO VIGENTE A 
PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013. 
 
 

La figura de la aclaración de jurisprudencia derivada de una contradicción de tesis, 
al no estar prevista en la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013, se 
constituyó jurisprudencialmente por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
con la única finalidad de que los Tribunales Colegiados de Circuito y los 
Magistrados que los integran, no obstante carecer de legitimación para hacer una 
solicitud de este tipo, pudieran comunicar cualquier inexactitud o imprecisión a los 
Ministros integrantes del órgano emisor del criterio, preferentemente al ponente, 
para que éste en uso de sus facultades, de estimarlo procedente, hiciera suya la 
solicitud de aclaración respectiva. Sin embargo, a partir de la entrada en vigor de la 
nueva Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de 
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los Estados Unidos Mexicanos el 3 de abril de 2013, el legislador ordinario estimó 
conveniente prever un solo mecanismo para aclarar alguna imprecisión del texto 
de la jurisprudencia, modificar el criterio o sustituirlo por otro, y lo denominó 
sustitución de jurisprudencia; por lo que esta Segunda Sala considera que la 
aclaración de jurisprudencia debe tramitarse ahora conforme a las reglas y 
presupuestos procesales que establece el artículo 230 de la nueva Ley de Amparo 
previstos para la sustitución de jurisprudencia, a saber: a) que se formule por los 
Magistrados de Circuito, por conducto del Pleno de Circuito al que pertenecen; b) 
que se realice con motivo de la aplicación de la jurisprudencia a un caso concreto 
ya resuelto; y, c) que se expresen las razones por las cuales se considera es 
necesario sustituir la jurisprudencia respectiva. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

Solicitud de aclaración de jurisprudencia 2/2013. Magistrado integrante del 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito. 8 de mayo de 2013. 
Cinco votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina 
Gaona. 
Solicitud de aclaración de jurisprudencia 1/2013. Magistrados integrantes del 
Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa del Cuarto Circuito. 12 
de junio de 2013. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: María Enriqueta Fernández Haggar y Jonathan Bass Herrera. 
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COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, POR RAZÓN DE 
TERRITORIO, PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA 
SENTENCIAS DEFINITIVAS O RESOLUCIONES QUE PONEN FIN AL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 
3 DE ABRIL DE 2013). 
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Tratándose de sentencias definitivas o resoluciones que ponen fin al juicio 
contencioso administrativo federal, la competencia de los Tribunales Colegiados de 
Circuito para conocer del juicio de amparo directo promovido en su contra debe 
fijarse atendiendo a la regla general que prevé el artículo 34, segundo párrafo, de 
la Ley de Amparo, esto es, de acuerdo al domicilio donde reside la Sala del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que dictó la sentencia o resolución 
reclamada, como se prevé para el caso del recurso de revisión en materia 
contencioso administrativa, no así al lugar donde se trate de ejecutar, se esté 
ejecutando o se haya ejecutado, pues además de que la regla especial de 
competencia prevista en el último párrafo del citado numeral no es acorde con la 
naturaleza del juicio de amparo directo, la citada regla general permite agilizar su 
trámite y resolución, evitando sentencias contradictorias y eventualmente 
conflictos competenciales por razón de territorio, cuando el juicio de amparo 
directo y el recurso de revisión deba resolverlos el mismo Tribunal Colegiado de 
Circuito al derivar del propio juicio contencioso administrativo federal, o bien, por 
interponerse en contra de la misma resolución. 
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Competencia 138/2013. Suscitada entre los Tribunales Colegiados Quinto en 
Materia Administrativa del Primer Circuito y Segundo en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito. 26 de junio de 2013. Cinco votos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero. 
Competencia 140/2013. Suscitada entre los Tribunales Colegiados Quinto en 
Materia Administrativa del Primer Circuito y Primero en Materias Administrativa y 
Civil del Décimo Noveno Circuito. 26 de junio de 2013. Cinco votos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero. 
Competencia 144/2013. Suscitada entre los Tribunales Colegiados Quinto en 
Materia Administrativa del Primer Circuito y en Materias Civil y Administrativa del 
Décimo Cuarto Circuito. 26 de junio de 2013. Cinco votos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero. 
Competencia 155/2013. Suscitada entre los Tribunales Colegiados Primero en 
Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito y en Materias de Trabajo y 
Administrativa del Cuarto Circuito. 26 de junio de 2013. Cinco votos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero. 
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INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS JURÍDICO. SUS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS COMO 
REQUISITOS PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, CONFORME AL 
ARTÍCULO 107, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 
 
 

El citado precepto establece que el juicio de amparo indirecto se seguirá siempre a 
instancia de parte agraviada, "teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un 
derecho o de un interés legítimo individual o colectivo", con lo que atribuye 
consecuencias de derecho, desde el punto de vista de la legitimación del 
promovente, tanto al interés jurídico en sentido estricto, como al legítimo, pues en 
ambos supuestos a la persona que se ubique dentro de ellos se le otorga 
legitimación para instar la acción de amparo. En tal virtud, atento a la naturaleza 
del acto reclamado y a la de la autoridad que lo emite, el quejoso en el juicio de 
amparo debe acreditar fehacientemente el interés, jurídico o legítimo, que le asiste 
para ello y no inferirse con base en presunciones. Así, los elementos constitutivos 
del interés jurídico consisten en demostrar: a) la existencia del derecho subjetivo 
que se dice vulnerado; y, b) que el acto de autoridad afecta ese derecho, de donde 
deriva el agravio correspondiente. Por su parte, para probar el interés legítimo, 
deberá acreditarse que: a) exista una norma constitucional en la que se establezca 
o tutele algún interés difuso en beneficio de una colectividad determinada; b) el 
acto reclamado transgreda ese interés difuso, ya sea de manera individual o 
colectiva; y, c) el promovente pertenezca a esa colectividad. Lo anterior, porque si 
el interés legítimo supone una afectación jurídica al quejoso, éste debe demostrar 
su pertenencia al grupo que en específico sufrió o sufre el agravio que se aduce en 
la demanda de amparo. Sobre el particular es dable indicar que los elementos 
constitutivos destacados son concurrentes, por tanto, basta la ausencia de alguno 
de ellos para que el medio de defensa intentado sea improcedente. 
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Amparo en revisión 256/2013. Luis Miguel Padilla Martínez. 7 de agosto de 2013. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Sergio A. 
Valls Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita 
García Galicia. 
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MAGISTRADOS DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL 
Y ADMINISTRATIVA. LA DURACIÓN DE SU NOMBRAMIENTO ES POR UN PERIODO 
DE 15 AÑOS IMPRORROGABLES. 
 
 

El nombramiento de Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa constituye la designación de lo que el legislador denominó 
"el órgano colegiado supremo" de ese Tribunal, es decir, la máxima instancia 
jurisdiccional en materia contencioso administrativa; de ahí que tanto en el 
artículo 3o. de su ley orgánica de 1995 -abrogada-, como en el numeral 5 de la ley 
orgánica vigente, se estableciera como duración en ese cargo el periodo de 15 años 
improrrogables, equivalente, según dijo el legislador, al periodo por el que se 
designa a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con la única 
diferencia entre ambas leyes orgánicas, de que en la abrogada se dividía en dos 
periodos: uno de 6 años y otro de 9. Lo anterior significa que esos nombramientos 
son improrrogables, ya que el legislador, en atención a la naturaleza del cargo, 
siempre fijó como periodo de duración el de 15 años, además de que en los 
procesos legislativos correspondientes claramente expuso que ello tenía como 
objetivo renovar los criterios que emite la máxima instancia jurisdiccional 
contencioso administrativa, evitar la permanencia indefinida de sus juzgadores, así 
como la generación de un esquema rígido de interpretación en los temas propios 
de esa jurisdicción. 
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Amparo en revisión 535/2012. María del Consuelo Villalobos Ortiz y otro. 19 de 
junio de 2013. Unanimidad de cuatro votos; votó con salvedad Luis María Aguilar 
Morales. Impedidos: Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Integró Sala el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez. 
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QUEJA RELATIVA AL CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 58, FRACCIÓN II, INCISO A), 
SUBINCISO 4, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO QUE LA PREVÉ, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
PLENA EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS. 
 
 

El precepto citado no viola el principio de plena ejecución de las sentencias 
previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que ordena que las leyes establecerán los medios necesarios para la 
plena ejecución de las resoluciones dictadas en un juicio, ya que si bien prevé que 
la queja sólo podrá hacerse valer por una sola vez, ello no se traduce en que el 
legislador no haya fijado reglas tendentes a lograr la plena ejecución de las 
resoluciones dictadas en un juicio contencioso, pues de un análisis integral del 
Capítulo IX denominado "Del Cumplimiento de la Sentencia y de la Suspensión", del 
Título II intitulado "De la Sustanciación y Resolución del Juicio", de la citada Ley, se 
advierte que se fijaron reglas que tienen como objetivo lograr la ejecución de las 
sentencias que ahí se dicten; así, su artículo 57 enumera el procedimiento a seguir 
por la autoridad jurisdiccional para obligar a las autoridades demandadas a cumplir 
con una sentencia dictada en un juicio de nulidad, señalando los actos concretos a 
realizar y los plazos para ello; y el diverso 58 prevé el procedimiento que ha de 
observarse para el cumplimiento de las sentencias una vez vencido el plazo 
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contenido en el artículo 52 de la misma ley, es decir, el de 4 meses contados a 
partir de que la sentencia quede firme, supuesto en el cual se ordena que ello 
puede lograrse de oficio o a petición de parte por medio de la interposición del 
recurso de queja. Lo descrito corrobora que en el señalado ordenamiento existen 
reglas para la plena ejecución de las sentencias dictadas en ese proceso. 
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Amparo en revisión 163/2013. Soluciones Integrales en Cómputo y Comunicación, 
S.A. de C.V. 15 de mayo de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
Guadalupe de la Paz Varela Domínguez. 
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QUEJA RELATIVA AL CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. PROCEDE UNA VEZ POR CADA SUPUESTO 
[ARTÍCULO 58, FRACCIÓN II, INCISO A), SUBINCISO 4, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO]. 
 
 

El hecho de que el artículo referido disponga que la queja sólo podrá hacerse valer 
por una sola vez, no debe entenderse en el sentido de que el particular no puede 
interponerlo por cada uno de los supuestos de procedencia que describe, esto es, 
contra: 1. La resolución que repita indebidamente la resolución anulada o la que 
incurra en exceso o defecto, cuando se dicte pretendiendo acatar una sentencia; 2. 
La resolución definitiva emitida y notificada después de concluido el plazo 
establecido por los artículos 52 y 57, fracción I, inciso b), de la citada Ley, cuando se 
trate de una sentencia dictada con base en las fracciones II y III del diverso 51 del 
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indicado ordenamiento, que obligó a la autoridad demandada a iniciar un 
procedimiento o a emitir una nueva resolución, siempre y cuando se trate de un 
procedimiento oficioso; 3. La omisión de la autoridad de dar cumplimiento a la 
sentencia; y, 4. El incumplimiento de la autoridad a la orden de suspensión 
definitiva de la ejecución del acto impugnado en el juicio contencioso 
administrativo federal. Es decir, la frase: "La queja sólo podrá hacerse valer por una 
sola vez", debe interpretarse en el sentido de que el particular podrá interponerla 
por cada uno de los supuestos referidos. 
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Amparo en revisión 163/2013. Soluciones Integrales en Cómputo y Comunicación, 
S.A. de C.V. 15 de mayo de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
Guadalupe de la Paz Varela Domínguez. 
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ACCESO A LA TUTELA JUDICIAL. LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR ESE 

DERECHO HUMANO SUPONE LOGRAR UNA SENTENCIA ÚTIL Y JUSTA. 

 

La posición de las autoridades de amparo, en el ámbito de su competencia, no pueden tener 

un papel pasivo ante la pretensión de la persona de que se evalúe en la instancia de amparo 

si ha existido o no respeto al derecho de acceso a la tutela judicial efectiva, sino que en 

términos de lo previsto en el artículo 1o. de la Constitución Federal, deben respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos del quejoso, lo cual exige un análisis más 

flexible de los presupuestos sobre los que se ejerce el acceso a la tutela judicial, por lo que 

cuando aquélla es denegada u obstaculizada, deberá atender a si ello propicia una infracción 

de ese derecho humano, no solamente cuando resulte obvia, innegable e indiscutible, sino 

cuando el arbitrio judicial que refleja la aplicación de la norma o la motivación de la 

valoración de la prueba civil sea el más estricto y el menos adecuado para lograr una 

sentencia completa e imparcial, lo que presuponen que sea útil y justa, para lograr la 
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protección más amplia de las personas. De este modo, basta que el acto reclamado y sus 

consecuencias aparezcan en forma objetiva y a partir del análisis jurídico del caso, que 

constituyen una violación al núcleo del derecho protegido para que resulte de inmediato la 

obligación de protegerlo y garantizarlo para que cese la situación de afectación a los 

derechos de la persona. En ese contexto, frente al derecho de las personas de exigir el 

respeto a un derecho, a través del acceso a la tutela judicial, a la autoridad competente, 

corresponde respetar, proteger y garantizar ese derecho de la manera que permita que 

aquéllos puedan ser cumplidos y puedan darse las condiciones de la tutela judicial 

solicitada. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 

CIRCUITO 

 

Amparo directo 600/2012. Epigmenia de la Cruz Atilano. 22 de octubre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Mariano Suárez 
Reyes. 
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CADUCIDAD DE UNA MARCA. LAS FACTURAS COMERCIALES TIENEN VALOR 
PROBATORIO PLENO PARA DEMOSTRAR EL USO DE UN SIGNO DISTINTIVO 
CUANDO SU AUTENTICIDAD NO HA SIDO DESVIRTUADA. 
 
 

El artículo 192, segundo párrafo, de la Ley de la Propiedad Industrial establece que 
en los procedimientos de declaración administrativa de caducidad, se otorgará 
valor probatorio a las facturas expedidas por el titular de un derecho de propiedad 
industrial o su licenciatario, para acreditar su uso. Aunque expresamente no se 
menciona en ese precepto qué peso demostrativo se debe atribuir a esa clase de 
documentos, debe concluirse que es pleno, pues la finalidad del legislador al 
incorporar esa disposición fue la de establecer una regla de valoración distinta a las 
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previstas en el Código Federal de Procedimientos Civiles, ordenamiento que es de 
aplicación supletoria a aquella legislación, atendiendo a la naturaleza comercial de 
las facturas y al propósito para el cual se emiten. Afirmación que es congruente con 
el criterio hermenéutico denominado "de la no redundancia", conforme al cual 
cada disposición legal debería tener una incidencia autónoma, un particular 
significado, y no constituir una mera repetición de otras disposiciones legales, lo 
que se traduce en que no fue intención del creador de la norma reiterar en la 
citada ley lo que ya se establece en el referido código adjetivo, sino brindar un 
valor probatorio específico a esa clase de probanzas. Por tanto, dichos documentos 
son eficaces, por sí solos, para demostrar la utilización de una marca, siempre y 
cuando el solicitante de la caducidad no demuestre en el procedimiento 
administrativo su falsedad, pues a él corresponde la carga de probar tal objeción. 
 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 618/2013. Bodegas Esmeralda, S.A. 11 de julio de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Agustín Gaspar 
Buenrostro Massieu. 
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COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO DE LAS SALAS REGIONALES DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. PARA 
DETERMINARLA DEBE ATENDERSE, POR REGLA GENERAL, AL DOMICILIO FISCAL 
DEL DEMANDANTE Y, EN CASO DE DUDA, AL DE AQUELLA ANTE LA CUAL SE 
PRESENTÓ LA DEMANDA. 
 
 

El artículo 34 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa establece que sus Salas Regionales conocerán de los juicios por 
razón de territorio, atendiendo, por regla general, al domicilio fiscal del 
demandante, excepto cuando se trate de personas morales que: formen parte del 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)


sistema financiero mexicano; pertenezcan al régimen de consolidación fiscal en 
carácter de controladoras o controladas; sean residentes en el extranjero sin 
domicilio fiscal en el territorio nacional; o cuando se impugnen resoluciones 
emitidas por la Administración de Grandes Contribuyentes del Servicio de 
Administración Tributaria o por las unidades administrativas adscritas a ésta, caso 
en el cual será competente la Sala Regional donde tenga su domicilio la autoridad 
demandada, pero tratándose de la impugnación de varias resoluciones en una 
misma demanda, lo será la de la circunscripción territorial en que se encuentre la 
sede de la autoridad que vaya a ejecutarlas; sin embargo, en caso de duda sobre la 
determinación de la Sala Regional competente por territorio, aun con la 
descripción normativa anterior, el artículo 30 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, a partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 10 de diciembre de 2010, prevé que lo será aquella ante la cual se 
presentó la demanda, lo cual se corrobora con el hecho de que el diverso 
artículo 29 del ordenamiento citado en segundo término, desde la aludida 
modificación, no señala como incidente de "previo y especial pronunciamiento" la 
incompetencia por razón de territorio. 
 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 516/2011. Gasomer, S.A. de C.V. 19 de enero de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Emmanuel G. Rosales Guerrero. Secretario: Martín R. Contreras 
Bernal. 
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CONFUSIÓN DE MARCAS. PARA VERIFICAR SI SE ACTUALIZA LA 

PROHIBICIÓN DE REGISTRO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 90, FRACCIÓN 

XVI, DE LA LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL, LA AUTORIDAD 

ADMINISTRATIVA O JURISDICCIONAL QUE CONOZCA DEL ASUNTO DEBE 

CONSIDERAR QUE, ANTE UNA MAYOR SEMEJANZA DE SIGNOS, LA 
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DIFERENCIA ENTRE LOS PRODUCTOS O SERVICIOS QUE SE PRETENDEN 

AMPARAR DEBE SER MÁS SIGNIFICATIVA. 

 

De la interpretación del artículo 90, fracción XVI, de la Ley de la Propiedad Industrial se 

desprende que dos marcas pueden coexistir en el mercado si amparan productos o servicios 

similares, pero son distintas, o bien, si siendo idénticas o parecidas en grado de confusión, 

son aplicadas a productos o servicios notoriamente diversos. En otras palabras, se debe 

advertir cierta correlación entre el parecido entre marcas y la similitud de productos o 

servicios, de suerte que, mientras más se distancian las áreas comerciales de dos signos 

aparentemente iguales, más se diluye la posibilidad de confusión por parte del público 

consumidor, puesto que, si bien pueden ser incluso idénticas las figuras o fonemas que los 

componen, si el segmento de mercado es sustancialmente distinto, difícilmente existirá 

confusión sobre el origen comercial de los bienes comercializados bajo esa marca. Por ello, 

entre más parecidos sean los signos, más diferencia debe existir entre los productos o 

servicios a los que se apliquen. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO 

 

Amparo directo 605/2013. Almacenadora San Marcos, S.A. de C.V. 8 de agosto de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Agustín 
Gaspar Buenrostro Massieu. 
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COORDINADOR DEL CENTRO REGIONAL DE ATENCIÓN AL CONTRIBUYENTE DE 
TEPEJI DEL RÍO DE OCAMPO, HIDALGO, DEPENDIENTE DE LA SUBSECRETARÍA DE 
INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE 
HIDALGO. AL NO ESTAR PREVISTAS SUS ATRIBUCIONES EN UN ACTO LEGISLATIVO 
DEL CONGRESO LOCAL, CARECE DE COMPETENCIA PARA EJERCER LAS 
FACULTADES CONFERIDAS EN EL CONVENIO DE COLABORACIÓN 
ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL FEDERAL, CELEBRADO ENTRE EL 
GOBIERNO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 
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CRÉDITO PÚBLICO, Y DICHA ENTIDAD, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 20 DE ENERO DE 2009 (APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 
102/2009). 
 
 

De la cláusula cuarta del mencionado convenio se advierte que las facultades en 
materia fiscal federal de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público fueron 
conferidas, tanto al gobernador como a sus autoridades fiscales que, "conforme a 
las disposiciones jurídicas locales, estén facultadas para administrar, comprobar, 
determinar y cobrar ingresos federales.". De esto se sigue que, por existir una 
reserva de ley en el tema de la competencia en materia de coordinación fiscal, ésta 
debe fundarse, necesariamente, en actos legislativos provenientes del Congreso 
Local, lo que se confirma con la jurisprudencia P./J. 102/2009 del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, agosto de 2009, página 1069, de 
rubro: "ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS. LOS QUE AFECTAN LA ESFERA DE LOS 
PARTICULARES DEBEN SER CREADOS POR LEY O MEDIANTE ACTO DEL EJECUTIVO 
EN EJERCICIO DE FACULTADES ESPECÍFICAS ATRIBUIDAS LEGISLATIVAMENTE, 
SALVO QUE SE TRATE DE ENTES CUYA ACTIVIDAD SÓLO TRASCIENDA AL INTERIOR 
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.". Por tanto, el Coordinador del Centro Regional 
de Atención al Contribuyente de Tepeji del Río de Ocampo, Hidalgo, dependiente 
de la Subsecretaría de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del 
Estado de Hidalgo carece de competencia para ejercer las facultades conferidas en 
el referido convenio, al no estar previstas sus atribuciones en un acto de los 
señalados, sino en una norma de origen administrativo, como es el reglamento 
interior de la dependencia últimamente mencionada, a través del cual se creó. 
 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 
 

AMPARO DIRECTO 648/2011. Melchor González Rosas. 26 de enero de 2012. 
Mayoría de votos. Disidente: Salvador González Baltierra. Ponente: Víctor Manuel 
Méndez Cortés. Secretaria: Marlén Ramírez Marín. 
Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que la sentencia dictada por el 
propio tribunal en el recurso de revisión fiscal 163/2013, que es objeto de la 
denuncia relativa a la contradicción de tesis 315/2013, pendiente de resolverse por 
la Segunda Sala. 
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DELEGADO DE FISCALIZACIÓN DE ECATEPEC, DEPENDIENTE DE LA DIRECCIÓN 
GENERAL DE FISCALIZACIÓN DE LA SUBSECRETARÍA DE INGRESOS DE LA 
SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO. CARECE DE 
COMPETENCIA PARA EJERCER LAS FACULTADES DELEGADAS EN EL CONVENIO DE 
COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL FEDERAL, CELEBRADO 
ENTRE EL GOBIERNO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA 
Y CRÉDITO PÚBLICO Y DICHA ENTIDAD, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 10 DE DICIEMBRE DE 2008, AL NO ESTAR PREVISTAS SUS 
ATRIBUCIONES EN UN ACTO LEGISLATIVO O EN UNO REGLAMENTARIO ESPECIAL 
QUE NO SEA EMITIDO EN EL EJERCICIO DE FACULTADES REGLAMENTARIAS, 
GENÉRICAS O GENERALES (APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 102/2009). 
 
 

De la cláusula cuarta del mencionado convenio se advierte que las facultades en 
materia fiscal federal de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, fueron 
conferidas en dicha entidad, tanto al gobernador como a sus autoridades fiscales 
que, "conforme a las disposiciones jurídicas locales, estén facultadas para 
administrar, comprobar, determinar y cobrar ingresos federales.". Así, en la 
señalada disposición se sustituyó el anterior principio de ejercicio de las facultades 
fiscales federales a las autoridades estatales "previstas en las disposiciones legales 
locales", es decir, hubo un cambio de reglas para determinar las facultades de las 
autoridades locales, sin embargo, la apreciación de esta modificación no puede 
considerase con total amplitud, porque si bien es cierto que el mencionado 
convenio faculta a las autoridades previstas en las disposiciones jurídicas 
aplicables, también lo es que esa regla no debe entenderse de forma que se admita 
que una disposición jurídica, legal, reglamentaria o administrativa de cualquier 
especie pueda servir de fundamento para emitir actos que afecten a los 
gobernados en materia fiscal federal coordinada, pues de estimarse así, se caería 
en el extremo de permitir que autoridades sin legitimación democrática suficiente, 
pudieran estar facultadas -de alguna manera- para afectar a los ciudadanos en sus 



derechos en materia de impuestos federales, cuando eso sería contrario al 
principio básico de razonabilidad constitucional, consistente en que, la totalidad de 
las autoridades estatales con atribuciones para afectar cualquier tipo de derechos 
ciudadanos, necesariamente tienen que ser creadas por un acto legislativo o por 
uno reglamentario que no se funde en el ejercicio de las facultades reglamentarias, 
genéricas o generales, sino en un acto de reglamentación expedido en ejercicio de 
facultades reglamentarias específicas previstas por las leyes, lo que se confirma con 
la jurisprudencia P./J. 102/2009 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXX, agosto de 2009, página 1069, de rubro: "ÓRGANOS 
ADMINISTRATIVOS. LOS QUE AFECTAN LA ESFERA DE LOS PARTICULARES DEBEN 
SER CREADOS POR LEY O MEDIANTE ACTO DEL EJECUTIVO EN EJERCICIO DE 
FACULTADES ESPECÍFICAS ATRIBUIDAS LEGISLATIVAMENTE, SALVO QUE SE TRATE 
DE ENTES CUYA ACTIVIDAD SÓLO TRASCIENDA AL INTERIOR DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.". Por tanto, el delegado de Fiscalización de Ecatepec, 
dependiente de la Dirección General de Fiscalización de la Subsecretaría de 
Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de México, carece de 
competencia para ejercer las facultades delegadas en el aludido convenio, al no 
estar previstas sus atribuciones en un acto de los referidos, sino en una norma de 
origen administrativo, como es el reglamento interior de la dependencia 
últimamente mencionada. 
 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 
 

AMPARO DIRECTO 577/2011. Universidad de Ecatepec, S.C. 26 de enero de 2012. 
Mayoría de votos. Disidente y Ponente: Salvador González Baltierra. Secretario: 
Errol Obed Ordóñez Camacho. 
Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que la sentencia dictada por el 
propio tribunal en el recurso de revisión fiscal 163/2013, que es objeto de la 
denuncia relativa a la contradicción de tesis 315/2013, pendiente de resolverse por 
la Segunda Sala. 
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DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. LOS ARTÍCULOS PRIMERO, TERCERO Y QUINTO 
TRANSITORIOS DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 
2013, AL ESTABLECER UN PLAZO MENOR QUE EL DE LA LEY ABROGADA PARA 
PRESENTARLA EN EL CASO DE QUE LA SENTENCIA RECLAMADA SE HAYA EMITIDO 
Y NOTIFICADO ANTES DE LA FECHA INDICADA, SON INCONVENCIONALES Y DEBEN 
INAPLICARSE, POR SER CONTRARIOS AL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA. 
 
 

De acuerdo con los artículos primero, tercero y quinto transitorios de la Ley de 
Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, los ejidatarios o comuneros tienen 
quince días para presentar su demanda de amparo directo en el caso de que la 
sentencia reclamada se haya emitido y notificado antes de la entrada en vigor del 
referido ordenamiento. En estas condiciones, los mencionados preceptos 
transitorios, al establecer un plazo menor que el de la ley abrogada en la indicada 
hipótesis, son inconvencionales y su control debe efectuarse ex officio, por ser 
contrarios al derecho humano de acceso a la justicia, lo cual representa una 
violación a los artículos 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues 
por razones de seguridad jurídica es necesario fijar parámetros y reglas procesales 
que generen equidad entre las partes contendientes en un juicio. Por tanto, deben 
inaplicarse los artículos inicialmente citados y atenderse al plazo de treinta días que 
establecía el artículo 218 de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 del mes y año 
señalados, para admitir la demanda. 
 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
OCTAVO CIRCUITO 
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Amparo directo 238/2013. Juan Estrada Flores. 27 de junio de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: Pedro Fernando Reyes Colín. Secretario: Odón Enrique 
Hernández Escobedo. 
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DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SI 

AL PROMOVERSE EL MAGISTRADO INSTRUCTOR PREVIENE AL ACTOR 

PARA QUE CUMPLA LOS ASPECTOS OMITIDOS Y ÉSTE PRETENDE 

HACERLO ANTES DE QUE VENZA EL PLAZO OTORGADO PARA ELLO, LA 

AUTORIDAD JURISDICCIONAL DEBE PRONUNCIARSE DE INMEDIATO 

ACERCA DE SI FUE O NO ACATADO EL REQUERIMIENTO. 

 

Si al promoverse la demanda en el juicio contencioso administrativo federal el Magistrado 

instructor previene al actor para que, en el plazo de cinco días, cumpla los aspectos 

omitidos, conforme al artículo 14, antepenúltimo párrafo, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, y éste pretende hacerlo antes de que venza el 

plazo otorgado, la autoridad jurisdiccional debe pronunciarse de inmediato acerca de si fue 

o no acatado el requerimiento, a efecto de dar oportunidad al promovente para que subsane 

las irregularidades que, en su caso, subsistan, dentro del tiempo que reste, en respeto al 

derecho humano de acceso efectivo a la impartición de justicia, garantizado por el 

artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a lo cual resulta 

aplicable, por analogía, la jurisprudencia 2a./J. 106/2003. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

SEGUNDO CIRCUITO 
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Amparo directo 450/2011. Quimicolor, S.A. de C.V. 16 de febrero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Emmanuel G. Rosales Guerrero. Secretario: 
Enrique Orozco Moles. 
Nota: La tesis 2a./J. 106/2003 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, noviembre de 2003, página 
133, con el rubro: "AMPARO. ACLARACIÓN DE DEMANDA. SI LA PROMOCIÓN DE 
CUMPLIMIENTO SE PRESENTA ANTES DEL TÉRMINO, EL JUEZ DEBE ACORDAR SI SE 
ACATÓ LA PREVENCIÓN, SEÑALANDO, EN SU CASO, LAS OMISIONES, PARA DAR 
OPORTUNIDAD AL PROMOVENTE DE SUBSANARLAS, PERO DENTRO DE AQUEL 
TÉRMINO." 
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DIRECTOR GENERAL DE AUDITORÍA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL 
GOBIERNO DEL ESTADO DE HIDALGO. CARECE DE COMPETENCIA PARA EJERCER 
LAS FACULTADES DELEGADAS EN EL CONVENIO DE COLABORACIÓN 
ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL FEDERAL CELEBRADO ENTRE LA 
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO Y DICHA ENTIDAD, PUBLICADO EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 25 DE NOVIEMBRE DE 1996, AL NO 
ESTAR PREVISTAS SUS ATRIBUCIONES EN UN ACTO LEGISLATIVO DEL CONGRESO 
LOCAL (APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 102/2009). 
 
 

De la cláusula cuarta del mencionado convenio se advierte que las facultades en 
materia fiscal federal de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, fueron 
conferidas tanto al gobernador como a sus autoridades que, "conforme a las 
disposiciones legales locales, estén facultadas para administrar contribuciones 
federales.". De esto se sigue que tales atribuciones quedaron sujetas al principio de 
reserva de ley y, por tanto, sólo pueden considerarse válidas las ejercidas con base 
en actos legislativos provenientes del Congreso Local. Lo anterior se confirma con 
la jurisprudencia P./J. 102/2009 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXX, agosto de 2009, página 1069, de rubro: "ÓRGANOS 
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ADMINISTRATIVOS. LOS QUE AFECTAN LA ESFERA DE LOS PARTICULARES DEBEN 
SER CREADOS POR LEY O MEDIANTE ACTO DEL EJECUTIVO EN EJERCICIO DE 
FACULTADES ESPECÍFICAS ATRIBUIDAS LEGISLATIVAMENTE, SALVO QUE SE TRATE 
DE ENTES CUYA ACTIVIDAD SÓLO TRASCIENDA AL INTERIOR DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.". Por tanto, el director general de Auditoría Fiscal de la 
Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Hidalgo, carece de competencia 
para ejercer las facultades delegadas en el mencionado convenio, al no estar 
previstas sus atribuciones en un acto de los referidos, sino en una norma de origen 
administrativo, como es el reglamento interior de la dependencia últimamente 
señalada, a través del cual se creó. 
 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 
 

AMPARO DIRECTO 416/2011. MD Constructora, S.A. de C.V. 19 de enero de 2012. 
Mayoría de votos. Disidente: Salvador González Baltierra. Ponente: Emmanuel G. 
Rosales Guerrero. Secretario: Enrique Orozco Moles. 
Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que la sentencia dictada por el 
propio tribunal en el recurso de revisión fiscal 163/2013, que es objeto de la 
denuncia relativa a la contradicción de tesis 315/2013, pendiente de resolverse por 
la Segunda Sala. 
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EMBARGO DE CUENTAS BANCARIAS DECRETADO EN EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. EL HECHO DE QUE SEA UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN NO CONSTITUYE UNA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013). 
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El embargo de cuentas bancarias decretado en el procedimiento administrativo de 
ejecución constituye un acto de imposible reparación, porque impide al particular 
disponer materialmente de sus recursos económicos; sin embargo, tal 
circunstancia no implica una excepción al principio de definitividad para la 
procedencia del juicio de amparo indirecto, pues de la interpretación conjunta de 
los artículos 107, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 73, fracción XV, de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 
2013, se colige que el amparo en dicha vía es improcedente contra actos de 
autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, que 
deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o proceda contra 
ellos algún recurso, juicio o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser 
modificados, revocados o nulificados, lo cual implica que el hecho de que el citado 
embargo sea de imposible reparación no exime automáticamente de observar el 
aludido principio. No es óbice a lo anterior lo sostenido en la jurisprudencia 2a./J. 
133/2010 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el 
sentido de que el embargo de cuentas bancarias es un acto de imposible 
reparación y que en su contra procede el amparo indirecto en términos del 
artículo 114, fracción II, de la referida ley, en virtud de que no determina que esa 
imposible reparación exima al quejoso de agotar el juicio, recurso o medio 
ordinario de defensa procedentes, es decir, que aquélla sea una excepción al 
principio de definitividad. 
 
 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DECIMO 
TERCER CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 797/2012. Central de Suministros Laborales, S.C. de R.L. 10 de 
abril de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Javier Leonel Santiago Martínez. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz. 
Nota: La tesis 2a./J. 133/2010 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, noviembre de 2010, página 
104, con el rubro: "EMBARGO DE CUENTAS BANCARIAS DECRETADO EN EL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. AUNQUE SE TRATE DE UN ACTO 
FUERA DE JUICIO CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN, POR LO QUE 
EN SU CONTRA PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN TÉRMINOS DE LA 
FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 114 DE LA LEY DE AMPARO." 
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FIRMA AUTÓGRAFA. LA SOLA MANIFESTACIÓN DEL ACTOR EN CUANTO 

A QUE EL DOCUMENTO QUE CONSTITUYE EL ACTO CONTROVERTIDO 

CARECE DE FIRMA AUTÓGRAFA, HACE NECESARIO EL DESAHOGO DE LA 

PRUEBA PERICIAL Y, POR CONSIGUIENTE, ES UN TRÁMITE ADICIONAL 

AL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

 

Del contenido de la jurisprudencia 2a./J. 13/2012 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA 

DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO 

IMPUGNADO EN EL JUICIO DE NULIDAD, SIEMPRE QUE EN LA 

CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE AQUÉL SÍ LA CONTIENE.", se 

advierte la obligación del desahogo de la prueba pericial, con independencia de que el 

juzgador pueda apreciar la originalidad de la firma, pues la citada jurisprudencia lo obliga a 

contar con ese medio de prueba para verificar si la autoridad cumplió con su carga 

probatoria sin excepción alguna. En ese sentido, la sola manifestación del actor en cuanto a 

que el documento que constituye el acto controvertido carece de firma autógrafa, con 

independencia de lo que el tribunal pueda justipreciar sobre la necesidad o no de la prueba 

pericial, ésta resulta obligatoria si la demandada afirma que es original, convirtiéndose, por 

consiguiente, en un trámite adicional al procedimiento contencioso administrativo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

CUARTO CIRCUITO 

 

Amparo directo 205/2013. Industrias Magaña Villanueva, S.C. de R.L. de C.V. 30 de 
mayo de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. 
Secretaria: Juana María Espinosa Buentello. 
Amparo directo 134/2013. King Plásticos, S.A. 27 de junio de 2013. Unanimidad de 
votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretaria: Blanca Patricia Pérez 
Pérez. 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 13/2012 (10a.) citada, aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 1, 
marzo de 2012, página 770. 
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JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA VÍA SUMARIA 

CONTRA LAS RESOLUCIONES DEFINITIVAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 

58-2 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO, NO ES OPTATIVA. 

 

La Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las tesis 

aisladas 1a. XXXI/2013 (10a.) y 2a. XXII/2013 (10a.), publicadas en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, febrero de 2013, página 

831, de rubro: "PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL 

ARTÍCULO 58-2, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL 

PREVER EL PLAZO DE QUINCE DÍAS PARA PRESENTAR LA DEMANDA EN LA 

VÍA SUMARIA, NO VIOLA EL DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A LA 

JUSTICIA." y Libro XVIII, Tomo 2, marzo de 2013, página 1738, de rubro: 

"PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 58-2, 

PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL PREVER EL PLAZO DE 

15 DÍAS PARA PRESENTAR LA DEMANDA EN LA VÍA SUMARIA, NO VIOLA EL 

DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.", respectivamente, sostuvieron, esencialmente, 

que el plazo de quince días para presentar la demanda en la vía sumaria no viola el derecho 

de acceso a la justicia, ya que no se impide a las personas acudir a los órganos 

jurisdiccionales, pues tienen la oportunidad de promover el juicio contencioso 

administrativo federal. En esas condiciones y en atención al procedimiento legislativo que 

dio origen a esa modalidad de juicio contra las resoluciones definitivas previstas en el 

artículo58-2 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se concluye 

que no es optativa, porque la tramitación sumaria es un medio para permitir a dicho órgano 

resolutor resolver de forma pronta aquellos asuntos que impliquen una cuantía baja o que su 

materia sea de menor complejidad jurídica, lo cual redundará en otorgar certeza jurídica a 

los propios justiciables, pues el hecho de que dicha vía sumaria busque simplificar su 

procedimiento, es en pro de la celeridad que debe imperar en la impartición de justicia. 

Considerar lo contrario, crearía inseguridad jurídica procesal, lo cual trastocaría la 

intención del legislador al crear un procedimiento específico para dilucidar esos temas. 
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NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO 

 

Amparo directo 148/2013. Operbes, S.A. de C.V. 16 de mayo de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: Osmar Armando Cruz Quiroz. Secretario: Francisco Aja García. 
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JUICIO DE NULIDAD EN LA VÍA SUMARIA. SI LA RESOLUCIÓN 

IMPUGNADA CONTIENE UNA DETERMINACIÓN DE CRÉDITO FISCAL 

INTEGRADA POR DISTINTAS CONTRIBUCIONES, CUYOS IMPORTES SE 

ENCUENTRAN PLENAMENTE IDENTIFICADOS, ÉSTOS NO PUEDEN 

SUMARSE PARA CALCULAR LA CUANTÍA DEL ASUNTO, A EFECTO DE 

DETERMINAR SU PROCEDENCIA. 

 

El artículo 58-2 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece 

un catálogo de actos susceptibles de impugnarse en el juicio en la vía sumaria, siempre que 

su cuantía sea inferior a la que dispone su primer párrafo (equivalente a cinco veces el 

salario mínimo general vigente en el Distrito Federal elevado al año al momento de su 

emisión), entre los que se encuentran las resoluciones dictadas por autoridades fiscales en 

que se fije en cantidad líquida un crédito de esa naturaleza. Asimismo, prevé que si un 

mismo acto contiene más de una resolución de las ahí mencionadas, su monto no se 

acumulará para el efecto de determinar si procede el juicio sumario. Consecuentemente, si 

la resolución impugnada contiene una determinación de crédito fiscal integrada por 

distintas contribuciones, cuyos importes se encuentran plenamente identificados, con 

independencia de que los adeudos hayan sido originados por el mismo hecho, esas 

cantidades no pueden sumarse para calcular la cuantía del asunto, al tratarse de una 

pluralidad de determinaciones contenidas en una sola resolución. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO 
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Amparo directo 571/2013. Distribuidora Textil Verandas, S.A. de C.V. 4 de julio de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Diego 
Alejandro Ramírez Velázquez. 
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JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. PROCEDE SU TRAMITACIÓN 
EN LA VÍA ORDINARIA CUANDO SE IMPUGNEN RESOLUCIONES DEFINITIVAS QUE, 
ADEMÁS DE IMPONER UNA MULTA O SANCIÓN PECUNIARIA, INCLUYAN ALGUNA 
OTRA CARGA U OBLIGACIÓN, CON INDEPENDENCIA DE QUE EN LA DEMANDA 
SÓLO SE FORMULEN CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN CONTRA AQUÉLLA. 
 
 

El artículo 58-3, fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo establece la improcedencia de la tramitación del juicio contencioso 
administrativo en la vía sumaria, cuando se trate de resoluciones que, además de 
imponer una multa o sanción pecuniaria, incluyan alguna otra carga u obligación. 
Por tanto, cuando se impugne ese tipo de determinaciones, procede la tramitación 
del juicio en la vía ordinaria, con independencia de que en la demanda de nulidad 
sólo se formulen conceptos de impugnación contra la multa o sanción pecuniaria 
impuesta en el acto cuya nulidad se reclama, pues para el análisis de la procedencia 
del juicio debe atenderse a la naturaleza del acto administrativo impugnado y no a 
la de los conceptos de impugnación enderezados por el actor. 
 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
PRIMERA REGION CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL 
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Amparo directo 305/2013 (cuaderno auxiliar 528/2013). Jorge Eduardo Díaz 
Zamora. 13 de junio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Urzúa 
Hernández. Secretario: Omar Sánchez Gavito Godoy. 
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LEY DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE GARANTÍAS CONTRA SUS 
DISPOSICIONES. 
 
 

La Ley de Amparo, que regula sustancialmente la tramitación del juicio de garantías 
y aspectos relacionados con sus presupuestos de procedencia, los efectos de sus 
fallos y su cumplimiento, constituye un ordenamiento adjetivo que, por su propia 
naturaleza, contiene normas cuya sola vigencia no incide en la esfera de derechos 
de los gobernados, sino que requieren de un acto concreto que las individualice en 
su perjuicio, el cual, necesariamente, tendrá lugar en un juicio de amparo; por 
tanto, como en términos del artículo 61, fracciones IX y XII, de la legislación de la 
materia la acción constitucional es improcedente tratándose de normas generales 
que requieran de un acto de aplicación posterior al inicio de su vigencia y, además, 
contra resoluciones pronunciadas en los juicios de garantías, es claro que a través 
de dicho medio de control de la constitucionalidad no puede someterse a examen 
la regularidad de la Ley de Amparo, sino que, atendiendo al criterio sustentado por 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el recurso de 
reclamación 130/2011, ello debe tener lugar, en vía de agravio, al interponer el 
recurso correspondiente contra la resolución dictada por el juzgador que esté 
fundada en esos preceptos, como si de un amparo directo contra leyes se tratara, 
lo que es acorde con el texto vigente de los artículos 1o. de la Constitución 
Federal y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, conforme a los 
cuales el Estado Mexicano está obligado a proporcionar a los gobernados un 
recurso sencillo, rápido y efectivo ante los Jueces o tribunales competentes, que los 
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proteja contra actos que violen sus derechos fundamentales, lo que implica que es 
obligación de los tribunales procurar que ninguna disposición secundaria quede al 
margen de la posibilidad de someterla a su contraste con la Carta Magna, pues ésa 
es una de las formas de favorecer la protección más amplia de las personas. 
 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Queja 75/2013. Promojuegos de México, S.A. de C.V. 27 de junio de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Diego Alejandro 
Ramírez Velázquez. 
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MARCAS. PARA VERIFICAR EL ÁMBITO DE PROTECCIÓN DE LAS REGISTRADAS 
CON ANTERIORIDAD A LA ADOPCIÓN DEL NOMENCLÁTOR INTERNACIONAL DE 
PRODUCTOS Y SERVICIOS, ES NECESARIO ATENDER AL EXPEDIENTE HISTÓRICO 
DEL SIGNO CONSERVADO POR EL INSTITUTO MEXICANO DE LA PROPIEDAD 
INDUSTRIAL. 
 
 

Conforme al Reglamento de la Ley de Invenciones y Marcas, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el treinta de agosto de mil novecientos ochenta y ocho, 
México adoptó, dentro de la organización administrativa en materia de marcas, la 
Clasificación internacional de productos y servicios para el registro de las marcas de 
la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual. Las pautas para su 
implementación fueron divulgadas en la Gaceta de Invenciones y Marcas, ejemplar 
extraordinario XIV, puesto en circulación el veintinueve de septiembre de mil 



novecientos ochenta y nueve, y en la regla 2.4. se estableció que si con motivo de 
la reclasificación, los productos o servicios que ampara una marca "caen" en alguna 
clase que incluya algunos diversos a los originalmente protegidos, la protección 
que el registro brinde a su titular debe limitarse a los productos o servicios 
amparados originalmente. Consecuentemente, al efectuar un estudio que implique 
verificar cuáles son los productos o servicios amparados por una marca registrada 
con anterioridad a la implementación del nomenclátor internacional, la autoridad 
que conozca del asunto debe tener en cuenta el expediente histórico del signo que 
conserva el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, con el fin de corroborar 
cuáles son los productos y servicios que verdaderamente pueden ser reconocidos 
como integrantes de su ámbito de protección. 
 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 605/2013. Almacenadora San Marcos, S.A. de C.V. 8 de agosto de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Agustín 
Gaspar Buenrostro Massieu. 
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MULTA POR INFRACCIONES DE TRÁNSITO EN CARRETERAS FEDERALES. LA 
PERSONA CUYO NOMBRE SE CONSIGNA EN LA TARJETA DE CIRCULACIÓN 
VEHICULAR TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO CONTRA LA IMPUESTA POR LA FALTA DE DICHO DOCUMENTO, 
AL SER RESPONSABLE SOLIDARIA. 
 
 

El carácter de infractor a las normas de tránsito en carreteras federales representa 
un concepto cuyo contenido debe determinarse en función de la falta que se 
considere cometida, por lo que no recae necesariamente en el conductor de un 



vehículo; esto es, habrá infracciones cuyo sujeto activo efectivamente sea el 
operador del automotor, en cuyo caso, basta entregar a éste la boleta 
correspondiente (por ejemplo, cuando se conduce sin licencia apropiadamente 
requisitada), pero existirán ocasiones en las que el infractor no sea el conductor 
(verbigracia, cuando se advierten faltas administrativas en el vehículo, como es el 
caso que circule sin cubrir la totalidad de los requisitos y características exigidos 
por la normatividad aplicable), pues la infracción no deriva de una conducta propia 
e inherente únicamente al conductor, sino que atañe también al responsable de la 
movilización terrestre del vehículo, es decir, a la persona cuyo nombre se consigna 
en la tarjeta de circulación vehicular, al ser éste un dato significativo y conducente 
que evidencia su responsabilidad solidaria en la infracción cometida. En 
consecuencia, aquélla tiene interés jurídico para promover el juicio contencioso 
administrativo contra la multa impuesta por la falta de dicho documento. 
 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 386/2011. Grupo de Distribución, Almacenaje y Transporte, S.A. de 
C.V. 19 de enero de 2012. Unanimidad de votos, con voto concurrente del 
Magistrado Salvador González Baltierra. Ponente: Víctor Manuel Méndez Cortés. 
Secretario: Jorge Alberto Rangel Mendoza. 
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NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA. AL PRACTICARLA, LA AUTORIDAD DEBE ANEXAR EN 
AUTOS DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO O JUDICIAL DEL QUE DERIVE, LA 
CONSTANCIA FEHACIENTE DE RECEPCIÓN POR SU DESTINATARIO. 
 
 

La notificación electrónica es el acto mediante el cual, con las formalidades legales 
preestablecidas, se da a conocer a los interesados a través de medios electrónicos y 



telemáticos, tales como una página web o correo electrónico, un acuerdo 
administrativo o resolución judicial, por lo que, al practicarla, la autoridad debe 
anexar en autos del expediente administrativo o judicial del que derive, la 
constancia fehaciente de recepción por su destinatario, sin que baste la razón 
actuarial de que se realizó de esa manera, pues la omisión de esa constancia 
constituye una violación que transgrede las leyes del procedimiento y afecta las 
defensas del quejoso, la cual actualiza el supuesto previsto en la fracción I del 
artículo 172 de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013. 
 
 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS DE TRABAJO Y ADMINISTRATIVA DEL 
DECIMO TERCER CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 336/2013. Renovafrio de Oaxaca, S.A. de C.V. 2 de julio de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Allier Campuzano. Secretario: Héctor López 
Valdivieso. 
 

 

 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XXIV, Septiembre de 2013, Tomo 3; 
Pág. 2620  
 

OMISIONES LEGISLATIVAS. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO CONTRA LA 
RELATIVA A DESTINAR EN EL PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN, 
UNA PARTIDA PARA EL FIDEICOMISO QUE ADMINISTRARÁ EL FONDO DE APOYO 
SOCIAL PARA EX TRABAJADORES MIGRATORIOS MEXICANOS. 
 
 

El presupuesto de egresos de la Federación ordena el gasto público mediante la 
distribución y asignación del erario; por ende, la reparación de la omisión de 
destinar una partida para el Fideicomiso que Administrará el Fondo de Apoyo Social 
para Ex Trabajadores Migratorios Mexicanos, no se limitaría a asignar una cantidad 
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de dinero para éste, pues ello implicaría una redistribución de recursos, mediante 
la realización de un acto legislativo con características generales, abstractas y 
permanentes, lo que es legalmente imposible mediante el juicio de amparo, por lo 
que éste es improcedente contra dicha omisión legislativa, conforme al 
artículo 107, fracción II, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, interpretado a contrario sensu. 
 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 247/2013. Defensa Permanente de los Derechos de los 
Trabajadores Braceros de San Luis Potosí, A.C. 27 de junio de 2013. Unanimidad de 
votos. Ponente: F. Guillermo Baltazar Alvear. Secretario: Guillermo Salazar Trejo. 
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ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. CUANDO POR PRESENTAR VICIOS FORMALES SE 
DEJA INSUBSISTENTE TODO LO ACTUADO EN EL PROCEDIMIENTO DE 
COMPROBACIÓN FISCAL AL IMPUGNARSE EL CRÉDITO DETERMINADO MEDIANTE 
EL RECURSO DE REVOCACIÓN, LA AUTORIDAD PUEDE EMITIR UNA NUEVA, 
INCLUSO POR EL MISMO EJERCICIO, HECHOS Y CONTRIBUCIONES. 
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Cuando se deja insubsistente todo lo actuado en el procedimiento de 
comprobación fiscal por vicios formales de la orden de visita, conforme a los 
artículos 133, fracción III y 133-A del Código Fiscal de la Federación, al impugnarse 
mediante el recurso de revocación la resolución que determinó el crédito en 
agravio del contribuyente, la autoridad tributaria, si lo considera conveniente y 
está en aptitud, podrá emitir una nueva orden, incluso por el mismo ejercicio, 
hechos y contribuciones; esto obedece, por un lado, a la circunstancia de que al 
dejarse sin efectos la totalidad del procedimiento de comprobación, desde la orden 
de visita, las cosas quedan en un estado en el cual debe estimarse que la auditoría 
anulada no existió, al invalidarse de raíz todos sus efectos y consecuencias por 
dichos motivos formales y, por otro, a que una nueva orden de visita no sería 
contraria a los artículos 46 del Código Fiscal de la Federación y 19 de la Ley Federal 
de los Derechos del Contribuyente, pues si bien es cierto que esos fundamentos 
proscriben su coexistencia o duplicidad, también lo es que no impiden su 
reexpedición en el caso aquí analizado. Lo anterior, porque dichos preceptos deben 
interpretarse en el sentido de que una vez que la autoridad fiscal concluye la visita 
y/o determina un crédito, no podrá revisar el mismo ejercicio y contribuciones 
mientras los resultados de la fiscalización continúen surtiendo efectos jurídicos; 
pero si todo lo actuado se anuló en el procedimiento de comprobación por vicios 
formales de la orden de visita y la autoridad tributaria vuelve a girar otra por los 
mismos hechos, encontrándose en oportunidad de ello, ésta no será contraria a los 
citados preceptos 46 y 19, pues en tal caso sólo existe una, ya que la primera 
quedó nulificada; en este punto, resulta relevante destacar también los motivos 
formales de la anulación, los que no interesan la legalidad en el ejercicio de la 
facultad, pues si se tratara de una nulidad por razones sustantivas o de fondo, una 
segunda orden de visita desconocería lo juzgado. 
 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 198/2011. Alfredo Escárcega Ramos. 9 de febrero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Emmanuel G. Rosales Guerrero. Secretario: 
Enrique Orozco Moles. 
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PAGOS PROVISIONALES DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SI CON 

MOTIVO DE SU REVISIÓN EL FISCO EMITE RESOLUCIÓN EN LA QUE 

DETERMINA DIFERENCIAS E IMPONE MULTAS, ANTES DE CONCLUIR EL 

EJERCICIO ANUAL, DEBE DECLARARSE SU NULIDAD (APLICACIÓN DE LA 

JURISPRUDENCIA 2A./J. 113/2002). 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria que sirvió 

de sustento a la jurisprudencia 2a./J. 113/2002, estableció dos aspectos relevantes: a) la 

naturaleza del impuesto al valor agregado como un tributo de fiscalización anual; y b) la 

posibilidad de que las autoridades fiscales revisen los pagos provisionales realizados en 

relación con las obligaciones derivadas de dicho impuesto, aun antes de que concluya el 

ejercicio, pero limitadas por el artículo 41 del Código Fiscal de la Federación; es decir, 

pueden revisarlos e, incluso, detectar irregularidades, pero no liquidar créditos fiscales a 

partir de dicha verificación parcial, pues eso sólo será posible tras la fiscalización completa 

del ejercicio. Por tanto, si con motivo de la revisión de pagos provisionales de la indicada 

contribución, el fisco emite resolución en la que determina diferencias e impone multas, 

antes de concluir el ejercicio anual, debe declararse su nulidad, por virtud del criterio 

obligatorio contenido en la referida jurisprudencia. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

SEGUNDO CIRCUITO 

 

Amparo directo 216/2011. Manufacturera Industrial del Centro, S.A. de C.V. 16 de 
febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
Secretario: Enrique Orozco Moles. 
Nota: La tesis 2a./J. 113/2002 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, octubre de 2002, página 334, 
con el rubro: "VALOR AGREGADO. LAS AUTORIDADES HACENDARIAS ESTÁN 
FACULTADAS PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES FISCALES 
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EN MATERIA DE PAGOS PROVISIONALES DEL IMPUESTO RELATIVO, AUN CUANDO 
NO HUBIERA FINALIZADO EL EJERCICIO FISCAL, EL SUJETO PASIVO NO HUBIERA 
PRESENTADO LA DECLARACIÓN DEL EJERCICIO O, EN SU DEFECTO, NO HUBIERA 
TRANSCURRIDO EL PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN, NO ASÍ PARA DETERMINAR, EN 
ESOS SUPUESTOS, CRÉDITOS FISCALES POR CONCEPTO DE DICHO TRIBUTO, YA QUE 
EL CÁLCULO DEL GRAVAMEN ES POR EJERCICIOS FISCALES COMPLETOS." 
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PERSONAS JURÍDICAS. SON TITULARES DE LOS DERECHOS HUMANOS Y 

DE LAS GARANTÍAS ESTABLECIDAS PARA SU PROTECCIÓN, EN 

AQUELLOS SUPUESTOS EN QUE ELLO SEA APLICABLE, CON ARREGLO A 

SU NATURALEZA. 

 

El artículo 1o. constitucional dispone que en los Estados Unidos Mexicanos todas las 

personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en ese ordenamiento y en los 

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 

para su protección. Así, la expresión "todas las personas", comprende no sólo a las físicas, 

consideradas en su calidad de seres humanos, sino también a las jurídicas, aunque 

únicamente en los casos en que ello sea aplicable, como se señaló en las consideraciones 

del dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Estudios Legislativos, 

con opinión de la Comisión de Reforma del Estado, de la Cámara de Senadores, de 8 de 

marzo de 2011. Interpretación que es uniforme con lo definido en el derecho constitucional 

comparado, al que resulta válido acudir por su calidad de doctrina universal de los derechos 

humanos, como se advierte de la Ley Fundamental para la República Federal Alemana, que 

en su artículo 19, numeral 3, dispone que los derechos fundamentales rigen también para 

las personas jurídicas de ese país, en tanto, por su propia naturaleza, les sean aplicables, o 

de la Constitución de la República Portuguesa, que en su artículo 12 señala que las personas 

jurídicas gozan de los derechos y están sujetas a los deberes compatibles con su naturaleza; 

incluso, es relevante destacar la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

en el caso "Cantos vs. Argentina", emitida en su calidad de intérprete supremo de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, que constituye un criterio orientador 

javascript:AbrirModal(1)


para la jurisdicción nacional, según lo estableció la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

en la mencionada resolución se sostuvo que toda norma jurídica se refiere siempre a una 

conducta humana y cuando atribuye un derecho a una sociedad, ésta supone una asociación 

voluntaria, de modo que el derecho ofrece al individuo una amplia gama de alternativas 

para regular su conducta y limitar su responsabilidad, lo cual sentó la premisa de que los 

derechos y atribuciones de las personas morales se resuelven en los derechos y obligaciones 

de las personas físicas que las constituyen o actúan en su nombre o representación, de 

suerte que si bien es cierto que no ha sido reconocida expresamente la figura de personas 

jurídicas por la propia Convención Americana, como sí lo hace el Protocolo Número 1 a la 

Convención Europea para la Protección de Derechos Humanos y Libertades 

Fundamentales, también lo es que ello no restringe la posibilidad de que, bajo determinados 

supuestos, el individuo pueda acudir al sistema interamericano de protección de los 

derechos humanos para hacer valer sus derechos fundamentales, aun cuando éstos estén 

cubiertos por una figura o ficción jurídica creada por el propio sistema del derecho. Por 

tanto, las personas jurídicas son titulares de los derechos humanos y de las garantías 

establecidas para su protección, en aquellos supuestos en que ello sea aplicable, con arreglo 

a su naturaleza, al constituir figuras y ficciones jurídicas creadas por el propio sistema 

jurídico, cuyos derechos y obligaciones se resuelven en los de las personas físicas. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

CUARTO CIRCUITO 

 

Amparo directo 315/2012. Grupo Industrial Ramírez, S.A. de C.V. 6 de junio de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Miguel Ángel Luna Gracia. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la 
contradicción de tesis 360/2013, pendiente de resolverse por el Pleno. 
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PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. INTERPRETACIÓN EXTENSIVA 
DEL ARTÍCULO 16, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, EFECTUADA CON 
APOYO EN EL PRINCIPIO PRO PERSONAE. 



 
 

La interpretación extensiva del artículo 16, fracción II, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con los preceptos 1o. y 17 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 8, numeral 1 y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, efectuada con apoyo en el 
principio pro personae, debe favorecer la protección más amplia del derecho a la 
tutela judicial efectiva, al considerar que el dispositivo legal inicialmente citado 
establece en favor del actor en el juicio de nulidad un auténtico derecho a que se 
respete su garantía de audiencia y los consecuentes principios de certidumbre y 
seguridad jurídica, según lo estableció la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. En estas condiciones, cuando el actor afirma desconocer la 
resolución administrativa, que pretende impugnar y señala en la demanda la 
autoridad a la que se le imputa la resolución, su notificación o su ejecución, basta 
con esa afirmación para admitir a trámite ese escrito, hipótesis en la que aquélla 
deberá acompañar a su contestación la constancia de la resolución administrativa y 
de su notificación, a fin de que el actor la controvierta a través de la ampliación de 
la demanda; de manera que, satisfechos esos requisitos, debe continuar el juicio 
para que, en su oportunidad, se decida sobre la presentación en tiempo de la 
demanda y el plazo en que debieron de ser impugnadas la resolución 
administrativa, su notificación o su ejecución, con lo cual se protege 
eficientemente el derecho de audiencia, al permitir al particular el conocimiento 
íntegro del acto y su consiguiente impugnación, puesto que el Pleno de la propia 
Suprema Corte definió a la tutela judicial como un derecho gradual y sucesivo, que 
va perfeccionándose mediante el cumplimiento de etapas correlativas que deben 
superarse hasta el logro de su eficacia, mientras que la indicada Segunda Sala la 
consideró como un derecho complejo que comprende, entre otros, el libre acceso a 
los órganos jurisdiccionales. 
 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 315/2012. Grupo Industrial Ramírez, S.A. de C.V. 6 de junio de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Miguel Ángel Luna Gracia. 
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SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA CONTRA LAS ÓRDENES DE 
VISITA DOMICILIARIA EMITIDAS POR AUTORIDADES DEL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL EN AGRAVIO DE PATRONES QUE DICTAMINAN SUS 
EJERCICIOS A TRAVÉS DE CONTADOR PÚBLICO AUTORIZADO. 
 
 

De conformidad con el artículo 107, fracción X, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en su texto reformado mediante decreto publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2010, procede conceder la 
suspensión en el amparo contra las órdenes de visita domiciliaria emitidas por 
autoridades del Instituto Mexicano del Seguro Social en agravio de patrones que 
dictaminen sus ejercicios a través de contador público autorizado, en términos del 
artículo16 de la Ley del Seguro Social, pues este precepto establece expresamente 
que esa clase de patrones no serán sujetos de visita domiciliaria, salvo que se trate 
de los singulares supuestos que en el mismo precepto se prevén; de ahí que sea 
incorrecto invocar la jurisprudencia 2a./J. 84/2009 de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 
 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(2)
http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=166779&Clase=DetalleTesisBL


Incidente de suspensión (revisión) 428/2011. Investigaciones y Estudios Superiores, 
S.C. 19 de enero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Emmanuel G. Rosales 
Guerrero. Secretario: Martín Roberto Contreras Bernal. 
Nota: La tesis 2a./J. 84/2009 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, julio de 2009, página 457, con 
el rubro: "SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. NO PROCEDE CONCEDERLA 
CONTRA EL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN PREVISTAS EN EL 
ARTÍCULO 42 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN." 
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL. FINES U OBJETIVOS QUE SE PERSIGUEN CON LA 
BREVEDAD DE LOS PLAZOS PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO, AL TRAMITAR EL 
RECURSO DE QUEJA INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECIDE SOBRE 
DICHA MEDIDA CAUTELAR (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 
2013). 
 
 

De los artículos 98, fracción I y 101 de la Ley de Amparo, que regulan el trámite del 
recurso de queja contra la resolución que decide sobre la suspensión provisional, 
se advierte que dicho medio de impugnación se interpone dentro de los 2 días 
siguientes a los en que surta efectos la notificación de la resolución recurrida, y 
que, presentado el recurso, el Juez de Distrito remitirá de inmediato el escrito 
respectivo al Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda con las constancias 
pertinentes, para que éste, dentro de las 48 horas siguientes, lo resuelva. De lo 
anterior se concluye que el legislador dotó de un rasgo de urgencia a la realización 
de esos actos, pues tomó en cuenta que la suspensión provisional existe hasta en 
tanto se dicte la definitiva, pero sobre todo, en atención a que con esos plazos se 
entiende que buscó crear las condiciones para que los fines de la medida cautelar 
se cumplieran y, por ende, se mantenga viva la materia del amparo. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO 
 
 

Impedimento 2/2013. Magistrado Hugo Sahuer Hernández. 19 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan García Orozco. Secretaria: Norma Navarro 
Orozco. 
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TERCERO EXTRAÑO. NO SE VIOLA SU DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA CUANDO 
ACUDE A LA INSTANCIA CONSTITUCIONAL COMO TITULAR DE UN DERECHO QUE 
ESTIMA AFECTADO, DERIVADO DE LA CESIÓN OBTENIDA DE UNA DE LAS PARTES 
CONTENDIENTES EN EL JUICIO DE ORIGEN, SI FUE ESCUCHADO A TRAVÉS DE 
QUIEN OBTUVO EL DERECHO. 
 
 

Los terceros extraños son personas físicas o morales que no figuran en el 
procedimiento como parte en sentido material, pero que sufren un perjuicio 
dentro de él o en ejecución de la resolución que ahí se dicte, sin haber tenido la 
oportunidad de ser oídos en su defensa por desconocer las actuaciones relativas; 
por tanto, conforme a los artículos 114, fracción II, de la Ley de Amparo, vigente 
hasta el 2 de abril de 2013 y 107, fracción VI, de la actual, no están obligados a 
agotar recursos ordinarios o medios legales de defensa antes de ocurrir al amparo, 
ni a esperar al dictado de la última resolución que se emita en dicho 
procedimiento. Sin embargo, cuando el inconforme acude a la instancia 
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constitucional en su carácter de tercero extraño como titular de un derecho que 
estima afectado, derivado de la cesión obtenida de una de las partes contendientes 
en el juicio de origen, en el que aduce no se respetó su derecho fundamental de 
audiencia previa, dicha violación no se configura, en la medida en que el 
inconforme adquirió de quien fue escuchado y vencido en el procedimiento en que 
fue parte, y ello sólo da paso a que se solicite el saneamiento por evicción, previsto 
en la legislación civil, pero no implica que se vulnere su derecho de audiencia por 
no haber sido llamado al juicio o procedimiento en que se afectó ese derecho, 
dado que para resolverse no era necesaria su integración a la relación jurídico 
procesal. 
 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DECIMO SEXTO CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 574/2011. Rosalva Sánchez Pérez. 17 de mayo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rogelio Zamora Menchaca, secretario de tribunal 
autorizado para desempeñar las funciones de Magistrado en términos del artículo 
81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretaria: 
Ileana Zarina García Martínez. 
Amparo en revisión 46/2013. María del Rocío Ramírez Acevedo. 6 de junio de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ramiro Rodríguez Pérez. Secretario: Rogelio 
Zamora Menchaca. 
 

 

 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XXIV, Septiembre de 2013, Tomo 3; 
Pág. 2700  
 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. EL 
PROCEDIMIENTO QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN VI, DE LA LEY 
ORGÁNICA QUE LO RIGE, EN QUE SE DEMANDA EL RECONOCIMIENTO DE LA 



CONFIGURACIÓN DE LA AFIRMATIVA FICTA, NO TIENE LA NATURALEZA DE UN 
JUICIO DE NULIDAD EN SENTIDO ESTRICTO. 
 
 

El artículo 31, fracción VI, de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del Distrito Federal dispone que dicho órgano jurisdiccional debe 
conocer de los juicios en que se demande la afirmativa ficta, en los términos que 
establezca la ley. Ese tipo de procedimientos se distingue de los juicios de nulidad 
en sentido estricto, dado que su finalidad no es la invalidación de un acto de la 
administración pública del Distrito Federal que afecta a un particular, sino que, en 
los casos en que el gobernado presente una petición ante la autoridad 
administrativa y ésta omita dar respuesta, el tribunal debe verificar si se cumplen 
los requisitos legales para la procedencia de la solicitud y, actuando como órgano 
de plena jurisdicción, declarar configurada la afirmativa ficta, cuando sea 
procedente. 
 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 677/2013. Constructora y Promotora Lomas Reforma, S.A. de C.V. 
11 de julio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. 
Secretario: Paúl Francisco González de la Torre. 
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TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. EL TRATAMIENTO CONSTITUCIONAL DE ESE DERECHO 
DEBE SER IGUAL PARA PERSONAS FÍSICAS Y JURÍDICAS. 
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El tratamiento constitucional del derecho a la tutela judicial efectiva no debe ser 
distinto cuando su titular es una persona física que cuando se trata de una persona 
jurídica, si se toma en cuenta que, por su contenido, es el mismo para ambas, y que 
no existen razones objetivas que justifiquen un trato desigual entre éstas, puesto 
que conforme al criterio del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
dicho derecho es gradual y sucesivo, y va perfeccionándose mediante el 
cumplimiento de etapas correlativas que deben superarse hasta lograr su plena 
eficacia, en tanto que la Segunda Sala del propio Alto Tribunal consideró que es un 
derecho complejo que comprende el libre acceso a los órganos jurisdiccionales, así 
como los derechos al debido proceso, a que se dicte una decisión ajustada a la ley, 
a recurrirla y a obtener su ejecución, de lo cual se concluye que la tutela judicial 
efectiva descansa en el principio de igualdad de todas las personas, tanto físicas 
como jurídicas, al libre acceso a la jurisdicción del Estado. 
 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 315/2012. Grupo Industrial Ramírez, S.A. de C.V. 6 de junio de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Miguel Ángel Luna Gracia. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la 
contradicción de tesis 360/2013, pendiente de resolverse por el Pleno. 
 

 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XXIV, Septiembre de 2013, Tomo 3; 

Pág. 2704  

VICIO FORMAL EN LA REVISIÓN FISCAL. DEBEN EXAMINARSE LOS 

AGRAVIOS PROPUESTOS POR LA AUTORIDAD PARA COMBATIR LAS 

CONSIDERACIONES QUE SUSTENTAN SU ACTUALIZACIÓN, SI LA 

NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA IMPUGNADA OBEDECE 



TAMBIÉN A UN VICIO DE FONDO Y SE SURTE ALGUNA DE LAS HIPÓTESIS 

DE PROCEDENCIA DEL RECURSO. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 2a./J. 150/2010 y 2a./J. 

88/2011, definió que en todos los casos en que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa haya declarado la nulidad de una resolución por aspectos formales, es decir, 

sin emitir un pronunciamiento de fondo en el que se declare un derecho o se exija el 

cumplimiento de una obligación, no podrá considerarse que se actualice alguna de las 

hipótesis previstas por el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo y, por ende, el medio de defensa que se interponga en esos casos será 

improcedente. Sin embargo, si la Sala de nulidad decretó la invalidez del acto 

administrativo al advertir la actualización de vicios tanto formales como de fondo, el 

Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del recurso, de surtirse alguna de las hipótesis 

de procedencia previstas en el precepto en cita, debe abordar los planteamientos vinculados 

con los vicios formales, sin que pueda hacer distinción en cuanto a la naturaleza de los 

agravios propuestos ni realizar su examen o dejar de hacerlo en función de las 

consideraciones que a través de ellos se combatan, ya que la procedencia del medio de 

defensa sujeta al órgano judicial a revisar la sentencia a la luz de la totalidad de los 

planteamientos hechos valer, independientemente de que estén dirigidos a refutar las 

consideraciones relativas al vicio de fondo o al formal en que se sustenta la declaratoria de 

nulidad de la resolución impugnada. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO 

 

Revisión fiscal 462/2013. Laboratorios Columbia, S.A. de C.V. 11 de julio de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Diego Alejandro 
Ramírez Velázquez. 
Revisión fiscal 441/2013. Everardo Castro Espinosa. 8 de agosto de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Paúl Francisco 
González de la Torre. 
Nota: Las tesis 2a./J. 150/2010 y 2a./J. 88/2011 citadas, aparecen publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, 
diciembre de 2010, página 694, con el rubro: "REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA QUE SÓLO DECLAREN LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
IMPUGNADO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN." y Tomo XXXIV, 
agosto de 2011, página 383, con el rubro: "REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA QUE SÓLO DECLAREN LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
IMPUGNADO POR VICIOS FORMALES EN CUALQUIERA DE LOS SUPUESTOS 
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MATERIALES PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (APLICACIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 150/2010).", respectivamente. 
 

 

 

 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; Pág. 

1702  

DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL AUTO QUE 

LA TIENE POR CONTESTADA Y CONCEDE AL ACTOR EL DERECHO DE 

AMPLIARLA, DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE 

(INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 67 DE LA LEY FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO). 

 

El artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, al no prever 

que el auto que tiene por contestada la demanda y concede al actor el derecho de ampliarla 

se notifique personalmente, viola las garantías de defensa adecuada y debido proceso 

establecidas en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

pues este derecho, consignado en el precepto 17 de la citada ley, constituye una formalidad 

esencial en el juicio contencioso administrativo que permite lograr una adecuada 

impartición de justicia, habida cuenta que la litis natural sobre la cual la Sala responsable 

debe pronunciarse, se integra con la demanda y la contestación, su ampliación y la 

contestación de ésta. Por tanto, el indicado proveído debe notificarse al particular de la 

forma señalada, por lo que si se hace sólo a través del boletín electrónico, se le deja en 

estado de indefensión al no proporcionársele los elementos necesarios para formular su 

ampliación de demanda. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGESIMO CIRCUITO 
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Amparo directo 224/2012. Semillas Hermanos Olvera, S.A. de C.V. 12 de abril de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Silverio Rodríguez Carrillo. Secretaria: Lisbet 
Catalina Soto Martínez. 
Nota: 
El criterio contenido en esta tesis no es obligatorio ni apto para integrar 
jurisprudencia, en términos de lo previsto en elnumeral 11, Capítulo Primero, Título 
Cuarto, del Acuerdo General Plenario 5/2003, de veinticinco de marzo de dos mil 
tres, relativo a las reglas para la elaboración, envío y publicación de las tesis que 
emiten los órganos del Poder Judicial de la Federación, y para la verificación de la 
existencia y aplicabilidad de la jurisprudencia emitida por la Suprema Corte. 
Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 43/2013, de 
la que derivó la tesis jurisprudencial 2a./J. 75/2013 (10a.) de rubro: "JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL AUTO QUE TIENE POR CONTESTADA 
LA DEMANDA Y CONCEDE AL ACTOR EL PLAZO LEGAL PARA AMPLIARLA, DEBE 
NOTIFICARSE PERSONALMENTE O POR CORREO CERTIFICADO, A FIN DE TUTELAR 
LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA Y DE 
ADECUADA DEFENSA." 
Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 
43/2013, de la que derivó la tesis jurisprudencial 2a./J. 75/2013 (10a.) de rubro: 
"JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL AUTO QUE TIENE POR 
CONTESTADA LA DEMANDA Y CONCEDE AL ACTOR EL PLAZO LEGAL PARA 
AMPLIARLA, DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE O POR CORREO CERTIFICADO, A 
FIN DE TUTELAR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE ACCESO EFECTIVO A LA 
JUSTICIA Y DE ADECUADA DEFENSA." 
 

 

 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 
1247  
 

ASEGURAMIENTO PRECAUTORIO DE LOS BIENES O DE LA NEGOCIACIÓN DEL 
CONTRIBUYENTE. EL ARTÍCULO 40, PRIMER PÁRRAFO, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO 
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FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1O. DE ENERO DE 2010 QUE LO 
REGULA, AL NO ESTABLECER EL MONTO SOBRE EL CUAL DEBA OPERAR, NO VIOLA 
LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
 

El precepto legal citado, al no establecer respecto de qué monto habrá de operar el 
aseguramiento de los bienes o de la negociación del contribuyente, no viola los 
principios de legalidad y seguridad jurídica contenidos en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que se trata de una 
medida de apremio que no tiene como objeto garantizar el interés fiscal de la 
Federación, sino que es un instrumento legal con que cuenta la autoridad fiscal 
para compeler al contribuyente para que permita el ejercicio de sus facultades, 
esto es, constituye un medio coercitivo con que cuenta aquélla para hacer cumplir 
sus propias determinaciones, pero con su ejercicio no se busca asegurar interés 
fiscal alguno; de ahí que sea innecesario señalar los lineamientos para determinar 
el monto sobre el cual deba operar el aseguramiento precautorio cuando el 
contribuyente se oponga, impida u obstaculice físicamente el inicio o desarrollo del 
ejercicio de las facultades de las autoridades fiscales. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

Amparo en revisión 786/2011. Marrob, S.A. de C.V. 7 de marzo de 2012. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Luis María Aguilar 
Morales. Secretario: Aurelio Damián Magaña. 
Nota: 
Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 291/2012, de 
la que derivó la tesis jurisprudencial P./J. 3/2013 (10a.) de rubro: 
"ASEGURAMIENTO PRECAUTORIO DE LOS BIENES O DE LA NEGOCIACIÓN DEL 
CONTRIBUYENTE. EL ARTÍCULO 40, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA." 
Por ejecutoria del 27 de septiembre de 2012, el Pleno declaró sin materia la 
contradicción de tesis 320/2012 derivada de la denuncia de la que fue objeto el 
criterio contenido en esta tesis, al estimarse que la jurisprudencia P./J. 3/2013 
(10a.) resuelve el mismo problema jurídico. 
Nota: Por ejecutoria del 27 de septiembre de 2012, el Pleno declaró sin materia la 
contradicción de tesis 320/2012 derivada de la denuncia de la que fue objeto el 
criterio contenido en esta tesis, al estimarse que la jurisprudencia P./J. 3/2013 
(10a.) resuelve el mismo problema jurídico. 
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[J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXII, Septiembre de 2010; Pág. 1139  

RECONOCIMIENTO ADUANERO DE MERCANCÍAS. EL HECHO DE QUE EN 

EL ACTA CIRCUNSTANCIADA RELATIVA NO SE ESPECIFIQUE QUIÉN 

ACTIVÓ EL MECANISMO DE SELECCIÓN AUTOMATIZADO NI EL 

PROCEDIMIENTO QUE SE UTILIZÓ PARA IMPULSARLO Y SU RESULTADO, 

NO CONTRAVIENE LOS ARTÍCULOS 43 Y 46 DE LA LEY DE LA MATERIA. 

 

El artículo 43, párrafo primero, de la Ley Aduanera establece que una vez elaborado el 

pedimento y efectuado el pago de las contribuciones y cuotas compensatorias determinadas 

por el interesado, se presentarán las mercancías con el pedimento ante la autoridad y se 

activará el mecanismo de selección automatizado, que determinará si debe practicarse el 

reconocimiento aduanero de las mismas. Por su parte, el artículo 46 del citado 

ordenamiento dispone que cuando las autoridades con motivo de la revisión de documentos 

presentados para dicho reconocimiento detecten cualquier irregularidad, ésta se hará 

constar en el acta circunstanciada que para el efecto se levante. En ese sentido, el hecho de 

que en esa acta no se especifique quién activó el mencionado mecanismo ni el 

procedimiento que se utilizó para impulsarlo y su resultado, no contraviene los señalados 

preceptos, si en ella se plasmó que el reconocimiento surgía de la activación de dicho 

mecanismo, porque éste opera conjuntamente, pues el interesado presenta el pedimento de 

importación de las mercancías y la autoridad descodifica la información contenida en él con 

una pistola láser o escáner y la envía a una computadora obteniendo un resultado positivo o 

negativo en forma aleatoria. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO QUINTO CIRCUITO 
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REVISIÓN FISCAL 52/2008. Subadministrador de lo Contencioso "2", en suplencia 
por ausencia del Administrador Local Jurídico de Tijuana, Baja California y en 
representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio 
de Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 27 de marzo de 2008. 
Unanimidad de votos. Ponente: Inosencio del Prado Morales. Secretario: Ciro 
Alonso Rabanales Sevilla. 
Revisión fiscal 29/2009. Administrador Local Jurídico de Tijuana y Administrador 
Local Jurídico de Mexicali, en Baja California, ambos en representación de la 
autoridad demandada. 12 de mayo de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Encarnación Aguilar Moya. Secretaria: Ida Vargas Arias. 
Revisión fiscal 171/2009. Subadministrador de lo Contencioso "2", en suplencia por 
ausencia del Administrador Local Jurídico de Tijuana, Baja California y en 
representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio 
de Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 15 de octubre de 2009. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rubén David Aguilar Santibáñez. Secretario: 
Francisco Lorenzo Morán. 
Revisión fiscal 32/2010. Subadministrador, en suplencia por ausencia del 
Administrador Local Jurídico de Tijuana, Baja California y en representación del 
Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración 
Tributaria y de la autoridad demandada. 11 de marzo de 2010. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Encarnación Aguilar Moya. Secretario: Miguel Ángel Montalvo 
Vázquez. 
Revisión fiscal 109/2010. Subadministrador, en suplencia por ausencia del 
Administrador Local Jurídico de Tijuana, Baja California y en representación del 
Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración 
Tributaria y de la autoridad demandada. 24 de junio de 2010. Unanimidad de 
votos. Ponente: Faustino Cervantes León. Secretario: Heriberto Santana Escobar. 
Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 
137/2013, de la que derivó la tesis jurisprudencial 2a./J. 123/2013 (10a.) de rubro: 
"RECONOCIMIENTO ADUANERO DE MERCANCÍAS. LA VALIDEZ DEL ACTA 
CIRCUNSTANCIADA LEVANTADA CON MOTIVO DE LA DETECCIÓN DE 
IRREGULARIDADES NO ESTÁ CONDICIONADA A QUE SE ASIENTE EL NOMBRE DE 
QUIEN ACTIVÓ EL MECANISMO DE SELECCIÓN AUTOMATIZADO NI EL 
PROCEDIMIENTO EMPLEADO PARA IMPULSARLO Y SU RESULTADO." 
Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 
137/2013, de la que derivó la tesis jurisprudencial 2a./J. 123/2013 (10a.) de rubro: 
"RECONOCIMIENTO ADUANERO DE MERCANCÍAS. LA VALIDEZ DEL ACTA 
CIRCUNSTANCIADA LEVANTADA CON MOTIVO DE LA DETECCIÓN DE 
IRREGULARIDADES NO ESTÁ CONDICIONADA A QUE SE ASIENTE EL NOMBRE DE 
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QUIEN ACTIVÓ EL MECANISMO DE SELECCIÓN AUTOMATIZADO NI EL 
PROCEDIMIENTO EMPLEADO PARA IMPULSARLO Y SU RESULTADO." 
 

 

 

 

 

 

 

[TA]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIV, Julio de 2006; Pág. 440  
 

RENTA. EL ARTÍCULO 154, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
 
 

El citado precepto, en relación con el diverso 152 de la propia ley, transgrede el 
principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en atención a que en la 
fórmula para el cálculo del impuesto derivado de ingresos por enajenación de 
inmuebles heredados establece un tope máximo de tiempo (20 años), sin 
considerar las fechas reales de adquisición y de enajenación del bien respectivo 
para determinar la base del tributo, la cual consiste en la ganancia que deriva de 
dicho acto jurídico, rompiendo con la congruencia que debe existir entre el tributo 
y la capacidad económica de los causantes, en cuanto potencialidad real de 
contribuir a los gastos públicos. 
 
 

SEGUNDA SALA 
 
 

Amparo en revisión 420/2006. Julieta Dora Ríos Robles y otros. 9 de junio de 2006. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fernando Silva García. 
Nota: 
Por ejecutoria de fecha 22 de marzo de 2007, el Tribunal Pleno declaró inexistente 
la contradicción de tesis 37/2006-PL en que participó el presente criterio. 
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El criterio contenido en esta tesis contendió en la contradicción de tesis 231/2010-
PL, resuelta por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión 
celebrada el veinticinco de septiembre de dos mil doce, en la cual se determinó que 
no existe la contradicción de criterios entre los sustentados, por la Primera Sala, al 
resolver los amparos en revisión 128/2007 y 213/2007, y los sustentados por la 
Segunda Sala, al resolver los amparos en revisión 420/2006 y 679/2009, por el 
contrario, que sí existe contradicción de tesis entre los criterios sustentados por la 
Primera Sala al resolver el amparo en revisión 953/2010, y los sustentados por la 
Segunda Sala, al resolver los amparos en revisión 420/2006 y 679/2009. De esta 
contradicción de tesis derivó la tesis P./J. 40/2012 (10a.), que aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 
1, enero de 2013, página 51, con el rubro: "RENTA. EL ARTÍCULO 154, PÁRRAFO 
PRIMERO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE REGULA LA MECÁNICA PARA 
CALCULAR EL PAGO PROVISIONAL POR LA ENAJENACIÓN DE BIENES INMUEBLES, 
NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA." 
Nota: El criterio contenido en esta tesis contendió en la contradicción de tesis 
231/2010-PL, resuelta por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
su sesión celebrada el veinticinco de septiembre de dos mil doce, en la cual se 
determinó que no existe la contradicción de criterios entre los sustentados, por la 
Primera Sala, al resolver los amparos en revisión 128/2007 y 213/2007, y los 
sustentados por la Segunda Sala, al resolver los amparos en revisión 420/2006 y 
679/2009, por el contrario, que sí existe contradicción de tesis entre los criterios 
sustentados por la Primera Sala al resolver el amparo en revisión 953/2010, y los 
sustentados por la Segunda Sala, al resolver los amparos en revisión 420/2006 y 
679/2009. De esta contradicción de tesis derivó la tesis P./J. 40/2012 (10a.), que 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XVI, Tomo 1, enero de 2013, página 51, con el rubro: " RENTA. EL 
ARTÍCULO 154, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE 
REGULA LA MECÁNICA PARA CALCULAR EL PAGO PROVISIONAL POR LA 
ENAJENACIÓN DE BIENES INMUEBLES, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA." 
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